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Resumen 
En este proyecto se estudia la situación actual del acceso al agua en la provincia argentina 
de Mendoza, concretamente en la cuenca del río Mendoza. Se pretende poner de 
manifiesto las carencias y fallos del actual sistema de gestión, así como la marginación, por 
parte del estado, en la que se encuentran los habitantes del final de la cuenca. Se buscan 
alternativas que permitan un reparto más justo, eficiente y sostenible de los recursos 
hídricos. 
Para ello, en primer lugar se realiza, a partir de la información disponible, un estudio del 
marco legal e institucional existente en la provincia, en cuanto a recursos hídricos, y una 
aproximación al balance hídrico de la cuenca. Esto permite establecer un diagnóstico de la 
situación a distintos niveles: institucional, legal, medioambiental, social, económico y 
técnico, viendo que en la mayoría de los casos interrelacionan entre sí. 
Posteriormente se plantean las alternativas al modelo de gestión de recursos hídricos 
existente en la actualidad, estudiando el contexto adecuado que debe darse para que el 
cambio sea posible y los instrumentos de gestión necesarios para llevarlo a cabo. Se 
estudia también, como caso concreto, las posibilidades de revestimiento de un tramo de un 
canal de riego del sistema de distribución de la cuenca. 
El presente estudio se enmarca dentro de la colaboración conjunta entre organizaciones 
campesinas argentinas e Ingeniería Sin Fronteras. 
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1. Glosario 
ACREs Áreas de Cultivos Restringidos Especiales 
BID Banco Interamericano de Desarrollo 
BIRF Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento 
BM Banco Mundial 
CCD Centre de Cooperació al Desenvolupament de la UPC 
CELA Centro de Economía, Legislación y Administración del Agua 
CEPAL Comisión Económica para América Latina y el Caribe de Naciones 
CIADI Centro Internacional de Arreglos de Disputas de Inversiones 
CIAI Consejo Interjurisdiccional del Atuel Inferior 
CNA Censo Nacional Agropecuario 
COHIFE Consejo Hídrico Federal 
COIRCO Comité Interjurisdiccional del Río Colorado 
CRA Centro Regional Andino 
CRAS Centro Regional de Aguas Subterráneas 
DEIE Dirección de Estadísticas e Investigaciones Económicas (Ministerio de 
Producción, Tecnología e Innovación, Gobierno de Mendoza) 
DGI Departamento General de Irrigación 
EAP Explotación Agropecuaria 
ENOHSA Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento  
EPAS Ente Provincial del Agua y Saneamiento 
EPRE Ente Provincial Regulador Eléctrico 
FIAN FoodFirst Information and Action Network 
FMI Fondo Monetario Internacional 
HCA Honorable Consejo de Apelaciones (DGI) 
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HDI Índice de Desarrollo Humano 
HTA Honorable Tribunal Administrativo (DGI) 
INA Instituto Nacional del Agua 
INCYTH Instituto Nacional de Ciencia y Técnicas Hídricas 
INDEC Instituto Nacional de Estadística y Censos 
ISF Ingeniería Sin Fronteras 
MAyOP  Ministerio de Ambiente y Obras Públicas (Mendoza) 
MCC Movimiento Campesino de Córdoba 
MOCASE Movimiento Campesino de Santiago del Estero 
NBI Necesidades Básicas Insatisfechas 
ODM Objetivos de Desarrollo del Milenio 
OMS Organización Mundial de la Salud 
ONU Organización de Naciones Unidas 
OSM Obras Sanitarias de Mendoza 
PNUD Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
UNICEF United Nation's International Children's Emergency Fund (Fondo 
Internacional de las Naciones Unidas para la Ayuda a la Infancia) 
UST Unión de Trabajadores Rurales Sin Tierra de Mendoza 
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2. Prefacio 
El presente estudio se enmarca dentro del proyecto Seguridad en el abastecimiento de 
agua para consumo y producción agropecuaria en comunidades rurales de las provincias 
de Santiago del Estero, Mendoza y Córdoba (Argentina), realizado conjuntamente desde el 
2004 por las asociaciones catalana, navarra y valenciana de Ingeniería Sin Fronteras (ISF), 
el Movimiento Campesino de Santiago del Estero (MOCASE), el Movimiento Campesino de 
Córdoba (MCC) y la Unión de Trabajadores Rurales Sin Tierra de Mendoza (UST), junto 
con otras organizaciones argentinas agrupadas en el Movimiento Nacional Campesino e 
Indígena. 
Este estudio, junto con otros, fue presentado al Centre de Cooperació pel 
Desenvolupament (CCD) de la UPC y se aprobó su financiación como proyecto de 
cooperación, por lo que viajé a Mendoza con el objetivo de recopilar la información 
necesaria para la elaboración del estudio, así como realizar entrevistas a usuarios y 
miembros del Departamento General de Irrigación (DGI) encargado del agua de riego en 
Mendoza. 
La contraparte, la UST, así como el resto de organizaciones argentinas con las que ISF 
colabora, mantienen una construcción horizontal, participativa, donde la información llega a 
todas las bases y las decisiones se toman desde las bases. Por tanto las comunidades 
beneficiarias han participado desde el inicio en la definición, gestión y ejecución del 
proyecto, así como en la detección de los puntos clave del diagnóstico y la alternativa 
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3. Introducción 
Con el modelo actual de gestión de los recursos hídricos en la provincia de Mendoza 
(Argentina), el acceso al agua para riego no está garantizado para la población más 
vulnerable, creando problemas sociales, ambientales, económicos… Del trabajo conjunto 
de las organizaciones campesinas argentinas e ISF se detecta la necesidad de este estudio 
para buscar una alternativa al modelo existente. Tiene, además, una importante vertiente 
social y de denuncia de la marginación social y económica que padecen los campesinos y 
pequeños productores de la zona norte de la cuenca del río Mendoza principalmente en 
cuanto al reparto del agua para riego. 
3.1. Objetivos del proyecto  
El objetivo general del estudio es plantear una alternativa al modelo de gestión de recursos 
hídricos existente en la cuenca del río Mendoza. 
Para alcanzar este objetivo general, es preciso cumplir con los objetivos específicos 
siguientes: 
• Realizar un diagnóstico de la situación mediante una aproximación al balance 
hídrico de la cuenca del río Mendoza y el estudio del marco legal e institucional. 
• Plantear una alternativa al modelo de gestión existente, que considere la gestión 
integral de los recursos hídricos.  
• Realizar un estudio de las posibilidades de revestimiento de un tramo de canal de 
riego. 
3.2. Alcance 
Forma parte del alcance de este proyecto: 
• Recopilación de información, tanto documental como sobre terreno. 
• A partir de la información disponible, estudiar el marco legal e institucional existente 
en la provincia en temas de recursos hídricos. 
• Estudiar y profundizar en la situación actual del acceso al agua de riego en la 
cuenca del río Mendoza. 
• Detectar los problemas existentes como consecuencia del modelo actual de 
gestión. 
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• Estudiar las distintas posibilidades de revestimiento de canales de riego para 
aumentar la eficiencia del sistema. 
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4. Introducción a la zona de estudio. Situación y 
problemática actual. 
Argentina cuenta con una superficie continental de 2.791.810 km2 (aproximadamente cinco 
veces la superficie de España) y está situada al sur del continente americano.  Limita al 
norte con Bolivia y Paraguay, al nordeste con Brasil, al oeste y sur con Chile y al este con 
Uruguay y el Océano Atlántico. La República Argentina se divide administrativamente en 23 
provincias y la Capital Federal. 
La población actual de Argentina, según el Censo Nacional de Población, Hogares y 
Viviendas del 2001 [27],  supera los 36 millones de habitantes, de los cuales prácticamente 
el 90% reside en zonas urbanas1. Cuenta con una densidad de población de 13 habitantes 
por km2 y casi la mitad de esos 36 millones residen en Capital Federal y en la provincia de 
Buenos Aires. 
Argentina abarca un territorio muy variado de montañas, mesetas y llanuras, con una gran 
diversidad climática, desde zonas tropicales en el norte, zonas frías en el oeste andino y el 
sur patagónico, zonas áridas en el oeste y zonas con clima templado que prevalece en la 
mayor parte de Argentina. Las dos terceras partes del territorio sufren acentuados 
problemas de aridez, ya que el 52% de su superficie recibe precipitaciones anuales 
inferiores a los 500 mm y el 30% cuenta con lluvias que no llegan a los 200 mm anuales 
[54]. 
La economía argentina se basa tradicionalmente en la producción agrícola y ganadera, 
aunque los sectores industrial, minero, pesquero y de servicios han registrado un marcado 
crecimiento en las últimas décadas. Es una de las principales naciones productoras de 
carne y cereales del mundo. Como principales industrias destacan las productoras de 
alimentos y bebidas, las siderurgias, automotrices, de refino de petróleo, textiles y cemento. 
Además las riquezas naturales (petróleo, gas, minerales…) y la disponibilidad y fecundidad 
de sus tierras para la producción agropecuaria, hacen de Argentina un país naturalmente 
rico. 




 El INDEC clasifica dentro de población urbana la que habita en localidades de 2000 y más 
habitantes. 
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Según el IDH2 (Índice de Desarrollo Humano), se considera que Argentina tienen un 
desarrollo humano elevado, muy similar al de España. Contrasta este dato con el hecho 
que en Argentina, y según datos del INDEC, un 53% de la población vive por debajo de la 
línea de pobreza y un 24,8% es indigente3 (el porcentaje de personas pobres llegó a ser del 
57,5% en octubre de 2.002, según el Ministerio de Desarrollo Social argentino). Además, 
muchas de sus provincias cuentan con índices de Necesidades Básicas Insatisfechas 
(NBI)4 altamente desfavorables. Y el índice de desempleo supera el 40% de la población, 
concentrándose en los alrededores de las grandes ciudades, las denominadas villas 
miseria. 
Según datos del INDEC, el 21,60% de la población argentina no tiene acceso a agua 
potable y el 57,50% no tiene acceso a saneamiento. Estos datos empeoran para las zonas 
rurales ya que, según la OMS (Organización Mundial de la Salud), el 70,17% de la 
población rural no tiene acceso a agua potable. 
El gasto en sanidad en Argentina es, según la OMS, de los más altos de América Latina, 
pero los resultados son inferiores a los de otros países de igual o incluso menor nivel de 
ingresos y más bajos que los esperados por los indicadores argentinos. Las cifras globales 
esconden diferencias significativas entre los diferentes grupos de ingresos: las 




 El Índice de Desarrollo Humano (IDH) es una medición por país, elaborada para el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). Se basa en un indicador social estadístico compuesto 
por tres parámetros: 
• Vida larga y saludable (medida según la esperanza de vida al nacer).  
• Educación (medida por la tasa de alfabetización de adultos y la tasa bruta combinada de 
matriculación en educación primaria, secundaria y superior).  
• Nivel de vida digno (medido por el PIB per cápita PPA en dólares).  
3 La línea de pobreza mide si los ingresos pueden satisfacer la Canasta Básica Total (alimentos, 
educación, salud, vestimenta… valor de bienes y servicios considerados básicos para la 
supervivencia de una familia) y la línea de indigencia mide si los ingresos satisfacen la Canasta 
Básica de Alimentos. 
4
 Se considera población con NBI a la que presenta al menos una de las siguientes condiciones de 
privación: 
• Hacinamiento: hogares con más de tres personas por habitación. 
• Vivienda: población que habita en una vivienda precaria. 
• Condiciones sanitarias: hogares que no tienen retrete. 
• Asistencia escolar: hogares que tienen al menos un niño en edad escolar (6 a 12 años) que 
no asiste a la escuela. 
• Capacidad de subsistencia: hogares que tienen cuatro o más personas por miembro 
ocupado, cuyo cabeza de familia no hubiese completado el tercer grado de escolaridad 
primaria. 
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enfermedades transmisibles como tuberculosis, meningitis y mal de Chagas predominan 
entre la población de ingresos más bajos. 
La provincia de Mendoza [22] se sitúa en la zona centro-oeste del país y ocupa una 
superficie de 148.827 km2, algo más del 5% del territorio nacional. Políticamente la 
provincia está dividida en Capital y 17 departamentos. 
 
La población de Mendoza, según datos del INDEC, es de 1.579.651 habitantes, de los 
cuales el 98,5% se concentra en las zonas de oasis bajo riego de la provincia, que ocupan 
sólo el 3,4% de la superficie provincial [22]. El 1,5% restante habita en las zonas de secano 
o no irrigadas. Esta situación provoca elevados desequilibrios territoriales. 
La provincia está dividida en tres zonas:  
• La región montañosa que ocupa una tercera parte de la superficie de la provincia y 
está ubicada en la parte occidental de la misma.  
Figura 4.1: Mapa político de Argentina 
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• La región de planicies que ocupa dos tercios de la superficie total y se ubica al este 
de la región montañosa. En esta zona se localizan los oasis con los mayores 
asentamientos humanos.  
• La región de los volcanes, ubicada al sur de la provincia. 
El clima es árido y semiárido, con un promedio anual de precipitaciones de alrededor de 
250 mm. Es en la región de las planicies donde se encuentran las situaciones de aridez 
más extremas del territorio provincial con promedios anuales de precipitaciones inferiores a 
los 100 mm. 
La provincia de Mendoza tiene una variada actividad económica, por orden de importancia: 
agricultura, minería, turismo, industria, ganadería y exportación forestal. 
Al final de la cuenca del río Mendoza se encuentra el departamento de Lavalle, de 10.212 
km2, ubicado en el noreste de la provincia de Mendoza y limitando con las provincias de 
San Luís y San Juan.  
 
Figura 4.2: Mapa político de Mendoza 
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La población es mayoritariamente rural (del total de su población, 32.129 habitantes, el 70% 
reside en el campo) y en las zonas irrigadas corresponde a campesinos y obreros rurales 
sin tierras, algunos con posibilidad de arrendar tierras a los propietarios pagando 
porcentajes de hasta el 50% de la producción, otros con la única posibilidad de trabajar 
para terratenientes en condiciones generalmente precarias [25]. 
En la zona predomina el clima árido, por lo que la actividad productiva principal es la 
agricultura bajo riego. También la apicultura y cunicultura son actividades importantes. En 
las zonas no irrigadas (zona desértica) del departamento se desarrolla una actividad 
caprina de subsistencia. 
Es un territorio con altos índices de pobreza: según el INDEC un 31,5% de su población 
presenta NBI (el índice más elevado de toda la provincia). Los principales problemas son la 
escasez de recursos hídricos, la falta de acceso a la propiedad de la tierra, acceso a salud, 
problemas de comunicación… 
Se produce en la zona [25], como se verá en apartados posteriores, la concentración de 
tierras y agua en manos de unos pocos terratenientes y empresas agropecuarias, mientras 
muchas familias no pueden tener acceso ni a tierra ni a agua para subsistir. 
La crisis económica y social del año 2.001 desató una serie de nuevos problemas como el 
aumento de precios, pero también se destaparon algunos problemas estructurales ya 
existentes en el país, como el abandono por parte del estado de la población más 
desfavorecida.  
En un país como Argentina con cerca de 177 millones de hectáreas de uso agropecuario y 
una población de algo más de 36 millones de habitantes no está garantizado el derecho a 
la alimentación de su población, a pesar de producir siete veces los alimentos necesarios 
para ello. Esta situación es especialmente grave en las zonas urbanas, donde se concentra 
casi el 90% de la población y uno de cada tres niños sufre desnutrición. Y en las provincias 
del norte del país, donde la pobreza rural supera de más de veinte puntos la media 
nacional. Por eso, a pesar de los números macroeconómicos de Argentina, éste no es un 
país de promedios, sino de una profunda desigualdad entre sus territorios y dentro de ellos. 
A causa del modelo agroexportador, también las comunidades campesinas e indígenas 
vienen sufriendo desde hace años la pérdida de la capacidad de producir para el 
autoconsumo y generar excedentes. La apertura económica de los años 90, la ausencia de 
políticas favorables para el sector campesino indígena, y la pérdida de tierra, agua y 
biodiversidad frente a los agronegocios han provocado procesos continuos de migración 
hacia las ciudades, donde pasan a engrosar las villas de emergencia periurbanas, 
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llegándose a la situación que la población rural alcance a un 10,55% del total en los últimos 
años.  
En este contexto los campesinos se han organizado para defender sus derechos y exigir al 
estado el cumplimiento de sus obligaciones. 
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5. Marco legal existente y marco Institucional 
5.1. Marco legal a nivel nacional 
En Argentina no existe una legislación de aguas de ámbito nacional. La política en materia 
de recursos hídricos se basa en la Constitución Nacional, de 1.853, que establece que las 
provincias conservan para sí todos los poderes “no delegados expresamente a la Nación”, 
entre ellos la autoridad de legislar sobre las aguas. En su reforma de 1.994 se añadió el 
artículo 124, según el cual corresponde a las provincias el dominio de los recursos 
naturales existentes en su territorio, entendiendo por dominio el control institucional de 
estos recursos.  
En el Código Civil, de 1.869, se enumeran los bienes de dominio público, entre los que se 
incluyen “los ríos, sus cauces, las demás aguas que corren por cauces naturales y toda 
agua que tenga o adquiera la aptitud de satisfacer usos de interés general”. Se incluyen 
además las aguas subterráneas. 
Además del Código Civil, otras disposiciones tratan el tema del agua de forma indirecta: la 
Ley General de Ambiente, los Códigos de Comercio, de Minería, leyes federales de 
Energía… 
Es importante destacar el caso de los Tratados Internacionales [35] ya que en la 
Constitución Nacional argentina se les otorga una jerarquía constitucional: la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, la Convención sobre los Derechos del Niño… Algunos de estos tratados se 
refieren al derecho al agua como un derecho humano esencial para la vida de la persona, 
entre ellos: el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (que 
cuenta con la Observación General nº 15 sobre el derecho al agua) y la Convención sobre 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (que habla sobre el 
derecho al suministro de agua potable salubre, refiriéndose principalmente a la mujer rural, 
pero siendo de aplicación obligatoria a todos los habitantes del país). Con lo cual el derecho 
al agua [35] queda incorporado al derecho argentino con la misma jerarquía que la 
Constitución y por ello “cualquier habitante del país puede invocarlo, ejercerlo y requerir su 
protección ante cualquier autoridad de cualquier jurisdicción en todo el territorio nacional. 
Las autoridades nacionales, provinciales y municipales, están constitucionalmente 
obligadas a preservar su ejercicio y velar por su respeto” (artículos 28, 31 y 75 de la 
Constitución Nacional argentina) [16]. 
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El derecho al agua está dedicado principalmente a satisfacer necesidades de vida y de uso 
doméstico pero el uso del agua para riego como principio general, requiere al menos de un 
permiso administrativo, aunque por regla general las leyes exigen una concesión. La 
excepción a esto, sería el caso de algunas comunidades indígenas y rurales, para las 
cuales el regadío agrícola en pequeña escala tiene el carácter de insumo esencial en el 
marco de la economía de subsistencia en que viven [35]. 
En el artículo 75 de la Constitución Nacional [16], se hace referencia a la obligación del 
Congreso a reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas. Para ello 
se debe reconocer, dice la Constitución, entre otros factores, la personería jurídica de sus 
comunidades y la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente 
ocupan y regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano. Además 
estas tierras no serán enajenables, ni se podrán transmitir, ni serán susceptibles de 
gravámenes o embargos. Según la Constitución se debe asegurar la participación de las 
comunidades en la gestión de los recursos naturales y demás intereses que los afectan, 
con lo cual las comunidades indígenas gozan plenamente del derecho al agua de modo 
que estarían habilitadas [35] a pedir judicialmente la posesión y propiedad de las aguas que 
se encuentren en las tierras que les han sido reconocidas.  
A nivel provincial, las leyes o códigos establecen las prioridades para el uso del agua, 
clasifican estos usos (domésticos, municipales, para riego…) y caracterizan sus 
concesiones (cobro de cánones, caducidad del derecho, revocación de la concesión…).  
No todas las provincias cuentan con un código de aguas, es decir, sólo en algunas 
provincias están regulados todos los aspectos relacionados con los recursos hídricos. La 
Ley de Aguas más antigua es la de Mendoza, de 1.884, inspirada en la legislación española 
de la época. El Código de Aguas de Santiago del Estero es del año 1.950, siendo 
modificado en 1.955 y posteriormente en 1.980. El Código de Aguas de Córdoba, es uno 
de los más modernos, del año 1.973. 
Algunas de las provincias argentinas (Mendoza, Salta, Jujuy, San Juan…) otorgan rango 
constitucional al principio de inherencia del agua a la tierra, por el cual el derecho del uso 
del agua queda ligado a la tierra y es inseparable del derecho de propiedad de la misma, lo 
que provoca ineficiencias en la gestión de los recursos hídricos. 
Existen, en algunas provincias, leyes ambientales (provincia de Buenos Aires, Córdoba, 
Mendoza, Neuquén…) que se refieren en general a la protección del medio ambiente y en 
particular a cada uno de los recursos naturales, entre ellos el agua. 
En cuanto a las aguas subterráneas la legislación existente es escasa y su explotación 
queda ligada en algunos casos al régimen de concesión. Las provincias de Mendoza y 
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Buenos Aires, por ejemplo, cuentan con leyes específicas sobre las condiciones de 
aprovechamiento de aguas subterráneas. En Mendoza, la primera normativa de uso de 
aguas subterráneas se redactó en 1.953 [22]. Las provincias de Jujuy, Neuquén, Salta, La 
Pampa y San Juan, incorporan su tratamiento en las leyes de aguas y en algunos casos, 
Tucumán es un ejemplo, no existen normas al respecto.  
5.2. Marco legal a nivel provincial 
En Mendoza el marco jurídico del recurso hídrico tiene sus raíces en la legislación española 
del siglo XIX [21]. Además de la Constitución Nacional y del Código Civil, a nivel nacional, 
las principales normas que regulan el aprovechamiento de las aguas a nivel provincial, son 
la Constitución Provincial y la Ley General de Aguas.  
5.2.1. Constitución Provincial 
La Constitución Provincial, de 1.916, dedica su Sección Sexta al uso del recurso hídrico y 
fija los principios y bases del sistema legal que estructura el aprovechamiento de las aguas 
[24]. Establece los principios que se detallan en la tabla 5.1: 
 
PRINCIPIO DEFINICIÓN 
Principio de inherencia 
El uso de las aguas de dominio público de la provincia es un 
derecho inseparable del terreno al cual se concede en la 
medida y condiciones determinadas por el Código Civil y las 
leyes provinciales, según el artículo 186. 
Descentralización y 
participación democrática de 
los usuarios 
Según el artículo 187 “las leyes sobre irrigación que dicte la 
Legislatura, en ningún caso privarán a los interesados de los 
canales, hijuelas (canales secundarios) y de los desagües, de 
la facultad de elegir a sus autoridades y administrar sus 
respectivas rentas, sin perjuicio del control de las autoridades 
superiores del DGI”.  
Administración del agua 
Existen unos cuantos artículos que hacen referencia a la 
administración del agua, a la competencia exclusiva (en el 
caso del agua de riego) y autarquía institucional del DGI. Son 
los artículos 188, 189, 190 y 191. 
Política sobre grandes obras 
Las obras fundamentales que proyecte el Poder Ejecutivo, 
como diques distribuidores, embalses y grandes canales, 
deberán ser autorizadas por ley del Poder Legislativo. Las que 
proyecte el DGI necesitarán también sanción legislativa 
cuando sean de la clase y magnitud de grandes obras 
hídricas (artículo 192). 
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Administración por cuenca 
La Ley General de Aguas, al reglamentar la administración de 
las aguas de los ríos de la provincia, posibilitará que cada 
cuenca adopte una gestión autónoma con arreglo a las 
características propias de ella, sin perjuicio de su 
dependencia del DGI, según el artículo 193. 
Garantía de los derechos 
Según el artículo 194, mientras no se realice el aforo de los 
ríos y sus afluentes, no podrá acordarse ninguna nueva 
concesión de aguas sin una ley especial e informe previo del 
DGI, requiriéndose para su sanción el voto favorable de los 
dos tercios de los miembros de cada cámara del Poder 
Legislativo. Las concesiones que se acuerden mientras no se 
realice el aforo, tendrán forzosamente carácter eventual.   
Ordenamiento territorial 
Una vez realizado el aforo de los ríos y arroyos, así como 
cada vez que se construyan obras de embalse que permitan 
un mayor aprovechamiento de las aguas, el DGI, previo 
estudio del caso, determinará las zonas en que convenga 
ampliar los cultivos, remitiendo los antecedentes al Poder 
Legislativo para que éste resuelva si autoriza o no la 
extensión de los cultivos (artículo 195). 
Independencia presupuestaria Según el artículo 196, el DGI establecerá anualmente su presupuesto de gastos y cálculo de recursos. 
5.2.2. Ley General de Aguas 
La Ley General de Aguas [24] es la principal norma hídrica de la provincia y regula la 
administración  de los recursos hídricos desde 1.884. Fija los principales aspectos que 
gobiernan la gestión, establece las condiciones para la distribución de agua para irrigación 
y resto de usos, regula todo lo referente a servidumbres de acueductos (derecho a hacer 
pasar las aguas que pertenecen a una persona por las fincas vecinas hasta llevarlas a una 
de propia), cargas tributarias, prioridades en el uso, preservación de la calidad, desagües y 
drenajes, defensa contra efectos nocivos de las aguas y la estructura institucional de la 
autoridad de aguas.  
Los principios hídricos contemplados en la Ley General de Aguas, son los que se describen 




Tabla 5.1: Principios de la Constitución Provincial. Fuente: Elaboración propia en base a [24] 
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Amplía y ratifica el principio de inherencia contenido en la 
Constitución Provincial. El artículo 24 de la Ley establece que 
“todo contrato sobre un terreno cultivado comprende también 
el derecho de agua correspondiente al mismo”. Se prohíbe el 
embargo o traspaso del derecho de agua independientemente 
al terreno.  
Cláusula sin perjuicio de 
terceros 
Aplicable a todas las concesiones o permisos de uso especial 
de aguas públicas que se otorguen. No podrán otorgarse 
nuevas concesiones que perjudiquen, de alguna forma, los 
derechos ya existentes (artículo 105). 
Poder de policía 
Con el fin de cumplir con las obligaciones a cargo de la 
administración, la Ley de Aguas otorga al DGI el control sobre 
las aguas, cauces naturales y artificiales, riberas y 
servidumbres (artículos 6, 10 y 190). 
Servidumbre 
Reglamenta las facultades del Superintendente para imponer 
servidumbres de acueducto que permitan el traslado de las 
aguas de un terreno a otro. 
Otorgamiento de concesiones Se dedica el Título V a legislar sobre el otorgamiento de 
concesiones, como se explicará posteriormente. 
Turno para aprovechamiento 
de agua 
En épocas de sequía o cuando por cualquier causa no 
alcance la dotación para satisfacer todas las concesiones 
empadronadas en el canal de que se trate, se establecerá un 
sistema de turnos, en proporción al número de hectáreas que 
gocen del derecho de agua. 
Obras de defensa 
Cada propietario tiene derecho a realizar las obras que crea 
convenientes para protegerse de los efectos nocivos o no 
queridos de las aguas. La única condición que se le impone 
es el previo aviso a la autoridad de agua y obtener la 
aprobación de dichas obras, que se entregará en la medida 
que no obstaculicen el libre escurrimiento de las aguas. 
Cuando las obras sean en beneficio de varios, la autoridad 
puede obligar a los usuarios afectados a costearlas en 
proporción al beneficio que obtienen. 
Obligaciones a cargo de los 
concesionarios 
Pueden resumirse en los siguientes puntos: usar el agua 
exclusivamente en la propiedad beneficiada (principio de 
inherencia) y en proporción a la cantidad de hectáreas 
empadronadas; no contaminar ni verter a las aguas 
sustancias que alteren su calidad; realizar las obras 
necesarias para la captación del recurso que les imponga el 
DGI;  realizar la limpieza de cauces cuando les corresponda; 
pagar las cargas financieras de la concesión, incluso cuando 
no se haga uso del recurso, según la ley 4.290; mantener la 
concesión en uso (de no hacerlo durante más de cinco años 
podrá declararse la caducidad de la concesión, artículo 16). 
Tabla 5.2: Principios de la Ley General de Aguas. Fuente: Elaboración propia en base a [24] 
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Salvo este último caso, en el que la concesión se pierde por falta de uso, la suspensión de 
la dotación, como sanción, se encuentra prevista exclusivamente por falta de pago, no 
cumplir con la obligación de limpieza de cauces o bien, no realizar las obras que ordene la 
autoridad (artículo 27). 
En lo referente al aprovechamiento de las aguas públicas, dispone el siguiente orden de 
prioridades: primero el abastecimiento humano, después el riego, la industria y por último 
los estanques para viveros o criaderos de peces. Aquí la Ley General de Aguas [29] 
introduce los principios de eficiencia y costes de oportunidad en el uso del recurso [21].  
En cuanto al dominio de las aguas superficiales, establece [24] que cuando nacen y 
mueren dentro de una misma propiedad particular tienen el carácter de privadas. También 
pertenecen al propietario de un terreno las aguas pluviales que caen dentro del mismo 
mientras corren por él. Puede, por tanto, construir dentro de su propiedad represas para 
conservar el agua de lluvia para su uso, siempre que con ello no cause daños a terceros. 
En los artículos 107 y 109 de esta ley se permite que los particulares extraigan aguas 
públicas de canales o acequias, aunque pertenezcan a concesionarios, para usos 
domésticos o productivos y riego de plantas, siempre que la extracción se haga a mano, sin 
máquinas, sin alterar el curso del agua, ni las márgenes, ni contaminándolas. Pero se 
prohíbe el ingreso a la propiedad privada para usar o buscar agua sin permiso del dueño 
(artículo 108) [35]. 
Además, la Ley General de Aguas normaliza los derechos y obligaciones de los usuarios.  
El aprovechamiento de las aguas superficiales de dominio público se adquiere a través de 
dos categorías de derechos [24]: los derechos plenos y los precarios, como se describe en 
la tabla 5.3: 
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legal Categorías Características 
Definitivo 
Derechos adquiridos hasta 1.884 (año de sanción de la Ley 
de Aguas). Se abastecen de forma permanente y su 
vigencia es a perpetuidad, les corresponde (según el 
artículo 122 de la Ley de Aguas) una dotación de 1,5 l/s*ha  
en cada turno que establezca la Autoridad de Aguas. 
Eventual 
Derechos adquiridos después de 1.884 (año de sanción de 
la Ley de Aguas). Tienen un coeficiente volumétrico inferior, 
variable y sujeto a disponibilidad. Les corresponde una 
dotación de 0,8 l/s*ha, siempre que la oferta hídrica 
disponible permita abastecer las concesiones definitivas, en 
caso contrario los excedentes que resulten de las 
concesiones definitivas se dividen por el número de 







Comprenden las aguas de dominio privado que nacen y 
mueren dentro de una misma finca. El empadronamiento es 
voluntario y son los únicos que no tributan [24]. 
Temporario 
Tienen validez por tiempo limitado. Permiten, en años 
hidrológicos ricos, la reasignación de excedentes una vez 
satisfechos los requerimientos de usuarios con concesiones 
definitivas y eventuales. 
Agua 
subterránea 
Tienen vigencia mientras no se produzca ningún problema 
para su utilización (agotamiento de la fuente, deterioro de la 





Corresponden a la descarga de efluentes de origen 
industrial y/o cloacal al dominio público hidráulico. Son 
permisos provisionales ya que se mantienen mientras las 
aguas negras cumplan los estándares de calidad fijados por 
la legislación, y son también temporales, ya que su vigencia 
máxima es de dos años, con opción de renovarse pasado 
este periodo. 
5.2.3. Ley 322 
Ley complementaria de la Ley General de Aguas, dictada en 1.905. Fija el procedimiento 
dentro del ámbito del DGI y regula las actuaciones de los cuerpos de decisión: el 
Superintendente General de Irrigación, el Honorable Tribunal Administrativo (HTA) y del 
Honorable Consejo de Apelaciones (HCA). Asegura igualmente la independencia funcional 
del DGI, excluyendo la intervención del Gobernador de la provincia en el entendimiento de 
las resoluciones del HCA. 
Tabla 5.3: Categoría de derechos según la Ley General de Aguas. Fuente: Elaboración propia. 
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Sus principios fundamentales son los siguientes: 
• Doble instancia: se garantiza el derecho de defensa a través del sistema de 
doble instancia. De esta manera las decisiones originarias de las Inspecciones 
de Cauce pueden apelarse ante la Subdelegación respectiva; las de éstos 
últimos, cuando sean originarias, ante el Superintendente y finalmente, las 
resoluciones que emita originariamente el Superintendente pueden ser 
canceladas ante el HCA, agotándose la instancia administrativa con la decisión 
de cada uno de los nombrados en la segunda instancia.  
• Agotada la instancia administrativa, las decisiones de las autoridades de agua 
pueden ser apeladas ante la Suprema Corte de Justicia a través de la acción 
transversal administrativa.  
• Resoluciones de cumplimiento obligatorio: las decisiones administrativas que no 
hayan sido recurridas oportunamente son de cumplimiento obligatorio, pudiendo 
ordenar el DGI su cumplimiento forzoso a través del ejercicio del poder de 
policía de que goza.  
5.2.4. Otras leyes 
Son muchas las leyes provinciales que tratan, de una forma u otra, el tema del agua. De 
todas ellas, se destacan sólo las principales en la tabla 5.4: 
 
Ley Materia que regula 
5.961 
Principios e instrumentos para la preservación, conservación, defensa y 
mejora del medio ambiente en todo el territorio de la provincia de 
Mendoza. 
4.035 y 4.036 
Aprovechamiento de agua subterránea. Contemplan aspectos como: 
ámbitos de aplicación, registro, regulaciones vinculadas a la fuente y 
usos del recurso mediante permisos sin perjuicio de terceros. 
4.306 
Impone multas en caso de construcción de un pozo de aguas 
subterráneas sin previa autorización del DGI, reglamentada por la ley 
4.035.  
6.044 
Regula la operación del servicio de abastecimiento humano y la 
recolección, tratamiento y deposición de efluentes cloacales. Mediante 
esta ley se privatizó la empresa operadora de los servicios de agua 
potable y saneamiento Obras Sanitarias de Mendoza (OSM) y se creó el 
Ente Provincial del Agua y Saneamiento (EPAS).  
6.405 
Fija la mecánica de funcionamiento para las Inspecciones de Cauce, que 
serán las responsables de la administración, uso, control, conservación, 
mantenimiento y preservación de los canales, hijuelas y desagües de 
riego de la provincia de Mendoza y de las aguas que son conducidas por 
los mismos.  
Estudio de la gestión de los recursos hídricos en la cuenca del río 
Mendoza (Mendoza, Argentina) y propuesta de alternativas de mejora. Pág. 27 
 
5.081 
Faculta al DGI a otorgar permisos precarios, sin perjuicio de terceros, 
para uso agrícola de aguas provenientes de drenajes, sobrantes o 
surgencias naturales, a favor de inmuebles para cuya explotación se 
utilicen exclusivamente aguas subterráneas.  
430 Reglamenta las concesiones para el aprovechamiento de aguas públicas para riego.  
971 Establece la obligatoriedad de construcción de desagües pluviales o drenajes dentro del territorio provincial.  
4.290 
El canon o cuota de sostenimiento que recibe el DGI por las concesiones 
de uso de aguas públicas, debe ser abonado independientemente de la 
utilización o no que se realice del recurso hídrico.  
5.302 
Establece el régimen de elecciones de las autoridades de Inspecciones 
de Cauce de la provincia: requisitos para ser candidatos, ponderación de 
los votos de los regantes en función del número de hectáreas con 
derecho a riego empadronadas…  
7.722 Prohíbe, en actividades mineras, el uso de sustancias químicas que puedan contaminar el agua. 
4.971 
Establece que la Dirección de Hidráulica, tiene a su cargo el estudio de 
sistemas defensivos en materia aluvial de Mendoza y propone un plan de 
construcciones orientadas a lograr la defensa definitiva. 
Es necesario destacar que la provincia de Mendoza posee una larga tradición en lo que 
respecta a normativas sobre cuestiones hídricas. Pero éste es uno de los motivos de 
superposición y vacíos, tanto en la normativa existente como en lo que a instituciones se 
refiere, como se verá en el apartado posterior.  
5.3. Marco Institucional a nivel nacional 
En Argentina, existen en la actualidad numerosos organismos en el ámbito nacional, 
regional y provincial que tienen competencia directa o indirecta en la gestión, investigación, 
operación de la infraestructura hidráulica y en la evaluación de los impactos ambientales 
asociados al recurso hídrico [24]. 
La política en materia de recursos hídricos se basa en las disposiciones de la Constitución 
Nacional que reconoce a las provincias todo el poder no delegado al Gobierno Federal. En 
la reforma de la Constitución de 1.994 se añadió el artículo 124, según el cual corresponde 
a las provincias el control institucional de los recursos naturales existentes en su territorio, a 
pesar de ello existen instituciones a nivel nacional que tratan el tema del agua. 
Tabla 5.4: Otras leyes que regulan los recursos hídricos. Fuente: Elaboración propia. 
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5.3.1. Subsecretaría de Recursos Hídricos 
La Subsecretaría de Recursos Hídricos tiene a su cargo la formulación de una política 
hídrica nacional mediante la elaboración, planificación, ejecución y supervisión de 
programas de trabajo para la concreción de grandes obras públicas hidráulicas. La 
Subsecretaría no es un órgano de gestión sino de asesoramiento, cuya función es 
coordinar a las provincias y proporcionar asistencia técnica. 
La Subsecretaría de Recursos Hídricos depende de la Secretaría de Obras Públicas de la 
Nación y ésta, a su vez, del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y 
Servicios. 
5.3.2. Consejo Hídrico Federal 
El Consejo Hídrico Federal (COHIFE) fue creado en diciembre del 2.002, como resultado 
de la necesidad que entre las provincias y la Nación existiese una instancia federal, en la 
que los puntos de vista de las provincias fuesen expresados por quienes tienen en ellas la 
responsabilidad directa de la gestión hídrica. Está integrado por las autoridades hídricas de 
las provincias y la Subsecretaría de Recursos Hídricos de la Nación. 
El COHIFE facilita el intercambio de ideas y experiencias entre provincias que no son parte 
de la misma cuenca, lo cual les brinda una perspectiva más amplia y también más cercana 
a la que tienen los organismos nacionales.  
La primera tarea asumida fue la elaboración, sobre la base del consenso, del documento 
final sobre los Principios Rectores de la Política Hídrica. 
El COHIFE aprobó en noviembre de 2.006 un documento base del Plan Nacional Federal 
de Recursos Hídricos, que tiene como objetivo promover la gestión integrada de los 
recursos hídricos para facilitar la coordinación y cooperación entre todos los organismos, 
hídricos y no hídricos, que influyen sobre la gestión hídrica. 
5.3.3. Instituto Nacional del Agua 
El Instituto Nacional del Agua (INA) es un organismo descentralizado y dependiente de la 
Subsecretaría de Recursos Hídricos. 
Las principales funciones del INA son las de satisfacer las necesidades de estudio, 
investigación, desarrollo tecnológico y prestación de servicios especializados en el campo 
del conocimiento, aprovechamiento, control y preservación del agua, para implementar y 
desarrollar la política hídrica nacional.  
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De él dependen organismos como el Centro Regional Andino (CRA), el Centro de 
Economía, Legislación y Administración del Agua (CELA) y el Centro Regional de Aguas 
Subterráneas (CRAS) [21], cuyas principales funciones se destacan en la tabla 5.5: 
 
Organismo Principales funciones 
CRA 
Realizar estudios e investigaciones de los recursos hídricos en la 
región andina de Argentina, específicamente referidos a la hidrología 
superficial y a la utilización del recurso hídrico para la irrigación de 
tierras agrícolas. Además opera una red de alerta hidrológica en un 
área de 600 Km2 al oeste de la ciudad de Mendoza y concentra la 
información del Servicio Meteorológico Nacional y del radar 
meteorológico del gobierno de la Mendoza.  
CELA 
Promover la innovación institucional en el manejo de los recursos 
hídricos, de cuencas o de sistemas ambientales para poder alcanzar 
un estado de desarrollo sostenible, mediante la realización de estudios 
e investigaciones en materia de economía, legislación y administración 
y el diseño de instrumentos económicos, administrativos y legales para 
la gestión de los recursos hídricos. 
CRAS 
Realizar estudios, investigaciones y prestar servicios de alta 
especialización vinculados con la evaluación, explotación y 
preservación de los recursos hídricos subterráneos. Participa, en 
coordinación con el CRA, en el inventario y evaluación de los recursos 
hídricos de la región. 
5.3.4. Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento 
La misión del Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento (ENOHSA), creado por la 
ley 24.583 en 1.995, es organizar, ejecutar y administrar, en todo el territorio nacional, los 
programas de infraestructura que se deriven de las políticas nacionales referidas al sector 
de agua potable y saneamiento básico. Éstas políticas y programas deben comprender, 
coordinar y promover todas las estrategias y acciones desarrolladas en ámbitos 
provinciales y municipales orientadas al mismo objetivo, tanto si son públicas como 
privadas. 
Según el propio ENOHSA pretende garantizar la prestación de un servicio básico allí donde 
la actividad privada no llega por la falta de rentabilidad de la provisión del servicio. Y su 
principal objetivo es lograr aumentar la prestación del servicio de agua potable y 
saneamiento, para cumplir los Objetivos del Milenio y llegar al 90% de cobertura en 
servicios de provisión de agua potable y al 75% de cobertura en desagües cloacales para el 
año 2.015, partiendo de una cobertura en torno al 78,4% en el primer caso y del 42,5% en 
el segundo.  
Tabla 5.5: Principales funciones de los organismos dependientes del INA. Fuente: 
Elaboración propia. 
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En teoría la población objetivo de las actividades del ENOHSA, a la cual se aplican en 
forma prioritaria, pero no exclusiva, los recursos de sus distintos programas, está 
compuesta por aquellos sectores de la comunidad de menores recursos, o que están 
expuestos a una mayor vulnerabilidad o riesgo sanitario por falta de infraestructura de 
servicios básicos o por el contacto cotidiano con contextos ambientales particulares. 
En la actualidad y tras depender de diversos ministerios y secretarías, el ENOHSA depende 
de la Secretaría de Obras Públicas, dependiente a su vez del Ministerio de Planificación 
Federal, Inversión Pública y Servicios. 
Cuenta con programas y planes de financiamiento de fuente nacional y multilateral: Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF) y Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID). Los recursos son asignados vía préstamos, subsidios y combinación de ambas 
modalidades, siendo sus destinatarios las provincias, municipios, entes prestadores 
(públicos y privados) y entes reguladores de la prestación de los servicios. 
5.4. Marco institucional a nivel interprovincial 
La regulación del aprovechamiento de las aguas en cuencas que abarcan varias provincias 
debe someterse a tratados interprovinciales o regionales, según disposiciones 
constitucionales y jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. 
Mendoza forma parte del Comité Interjurisdiccional del Río Colorado (COIRCO) junto con 
las provincias de Neuquén, La Pampa, Río Negro y Buenos Aires; y del Consejo 
Interjurisdiccional del Atuel Inferior (CIAI) que trata con la provincia de La Pampa aspectos 
relacionados a la disponibilidad del recurso. 
5.5. Marco institucional a nivel provincial 
En Mendoza existen varios organismos públicos y privados con competencia sobre los 
recursos hídricos, en distintas etapas del proceso de captación, distribución y 
aprovechamiento del mismo. 
En 1894 se creó un único organismo para administrar el agua, el DGI, pero en cuanto la 
gestión del recurso hídrico se volvió más compleja, las autoridades provinciales crearon 
otros organismos para asumir la administración y regulación de ciertos usos. A pesar de 
ello, el DGI mantiene el mayor número de atribuciones y es la máxima autoridad en temas 
hídricos en Mendoza. 
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5.5.1. Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Transporte 
Desde diciembre de 2.007 al Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Transporte, le 
corresponden algunas de las funciones del anterior Ministerio de Ambiente y Obras 
Públicas (MAyOP o MAOP), ya desaparecido.  
Además de tener atribuciones en el ámbito de las obras públicas le corresponde programar 
el mantenimiento y la explotación de las obras hidráulicas. 
En materia de agua, además, su función es la de coordinar la gestión, las políticas y las 
obras hídricas del DGI, el EPAS, el Ente Provincial Regulador Eléctrico (EPRE) y los 
Municipios. 
5.5.2. Dirección de Hidráulica 
La Dirección de Hidráulica del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Transporte cumple 
tareas de conservación y mantenimiento de los cauces y de las obras que sirven para la 
defensa aluvial, y desarrolla estudios, proyecta y ejecuta obras hidráulicas. 
Tiene como finalidad aumentar el grado de seguridad de la población potencialmente 
afectada y prevenir y reducir la posibilidad de daños o destrucción de obras de 
infraestructura causados por aluviones e inundaciones. 
En el momento de su creación la Dirección de Hidráulica se encontraba dentro del DGI 
pero por motivos políticos fue transferida al MAyOP [18]. 
5.5.3. Secretaría de Medio Ambiente 
Se encarga de elaborar políticas para la preservación, protección y mejora del ambiente en 
todo el territorio provincial y fomentar el desarrollo sostenible y mejora de la calidad de vida 
de los mendocinos. 
5.5.4. Departamento General de Irrigación 
El DGI [22], del que ya se ha hablado anteriormente, es un organismo público 
descentralizado que administra el recurso hídrico a nivel provincial. Es el órgano de mayor 
jerarquía en temas hídricos en la provincia. A pesar de haber nacido para regular todos los 
aspectos referidos a la irrigación en la provincia de Mendoza, en la actualidad cualquier 
aprovechamiento, independientemente del uso, debe contar con su autorización [33].  
Es el órgano de mayor antigüedad en la administración del agua en Mendoza, creado a 
partir del artículo 216 de la Constitución Provincial del año 1.884 como Departamento 
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General de Aguas. Posteriormente pasó a llamarse Departamento de Irrigación, antes de 
recibir el nombre actual.  
Es un organismo autónomo y autárquico a nivel institucional y financiero. A nivel 
institucional porque no se encuentra subordinado a ningún otro organismo del Estado. A 
nivel financiero, porque proyecta, sanciona, administra y ejecuta su propio presupuesto con 
sus ingresos propios. Sólo se encuentra sujeto, a nivel financiero, al control de legitimidad 
que ejerce a posteriori el Honorable Tribunal de Cuentas de la provincia. 
Sus principales funciones son la preservación, distribución y regulación de las aguas, para 
aprovechar todos los usos posibles, controlando directamente las concesiones otorgadas y 
realizando los estudios necesarios sobre las nuevas concesiones que se soliciten, tanto de 
aguas subterráneas como de permisos temporarios de uso. Ejerce el control sobre las 
aguas, incluso las de dominio privado y actúa como tribunal de agua para resolver los 
conflictos que surgen entre los usuarios del recurso.  
Su estructura está formada por tres cuerpos de decisión: 
• Superintendente General de Irrigación: es la máxima autoridad ejecutiva y 
política. Es el responsable de la administración del recurso hídrico y de la 
aplicación de la Ley General de Aguas. Su nombramiento es propuesto por el 
gobernador y debe ser ratificado por el Senado Provincial. Es designado cada 
cinco años. 
• Honorable Consejo de Apelaciones: el HCA tiene a su cargo la justicia 
administrativa de todos los aspectos vinculados al recurso hídrico. Constituye el 
tribunal de última instancia administrativa en los asuntos vinculados al uso y 
distribución de aguas, que no hayan sido resueltos por el Superintendente en 
primera instancia. Está formado por cinco miembros nombrados por el 
gobernador de la provincia con acuerdo del Senado Provincial. Son 
representantes de las cuencas de los siguientes ríos: Mendoza, Tunuyán 
Superior, Tunuyán Inferior, Diamante y Atuel. 
• Honorable Tribunal Administrativo: el HTA está integrado por los cinco 
miembros del HCA y el Superintendente. Sus funciones son: 
o Facultad Impositiva y Presupuestaria: establece el presupuesto anual del 
DGI, fija el canon de uso y los aranceles por los derechos y aprueba las 
elecciones de las autoridades de las Inspecciones de Cauce y los 
presupuestos y rendiciones de gastos de las Inspecciones y 
Asociaciones de Cauce. 
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o Facultad Reglamentaria: dicta reglamentos internos para el DGI y 
externos de cumplimiento obligatorio para todos los usuarios de la 
provincia. También otorga concesiones por el uso de agua subterránea 
[21]. 
5.5.4.1. Subdelegaciones de Aguas 
Además el DGI cuenta con Subdelegaciones que corresponden a una división por cuencas 
de cada uno de los ríos más importantes de la provincia y son: Subdelegación de Aguas del 
Río Mendoza, Tunuyán Inferior, Tunuyán Superior, Atuel, Diamante y la Zona de Riego del 
Río Malargüe, Barrancas y Colorado.  
Los Subdelegados son funcionarios dependientes del Superintendente (quien los nombra), 
que ejercen la administración de cada cuenca en particular. Dentro de sus respectivas 
cuencas, tienen funciones similares a las del Superintendente en lo relativo a la distribución 
equitativa del agua para distintos usos a nivel primario, coordinando la operación de los 
sistemas secundarios y terciarios a cargo de las distintas Inspecciones de Cauce. La 
Subdelegación es la responsable, además, del control de la contaminación y de la 
administración de los acuíferos subterráneos. Además realiza obras de mantenimiento y 
desarrollo de la infraestructura hidráulica ejecutando proyectos y obras en la red. 
La Subdelegación de aguas del río Mendoza [21] representa al DGI en el ámbito de 
cuenca. Sus funciones están orientadas a: 
• Administrar el recurso hídrico en la cuenca, distribuyéndolo entre las 
organizaciones de usuarios (Inspecciones de Cauce). 
• Ejecutar las actividades de operación y mantenimiento de la infraestructura 
mayor de distribución y drenaje. 
• Controlar la calidad del agua, evitando la contaminación del recurso. 
• Realizar estimaciones hídricas, para definir las asignaciones del recurso, en 
función de los derechos empadronados y de la superficie con derecho a riego 
con la cuota del canon al día. 
• Efectuar acciones de recaudación. 
• Resolver conflictos sobre uso del agua. 
Es la Subdelegación más importante de la provincia, por su contribución al desarrollo socio-
económico de la misma. 
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5.5.4.2. Inspecciones y Asociaciones de Cauce 
Las Inspecciones de Cauce son organismos administrativos descentralizados formados por 
los usuarios de un mismo cauce, que tienen amplia responsabilidad en el manejo y 
administración de la red hídrica a nivel secundario y terciario, ya que la red primaria es 
competencia del DGI.  
Las Inspecciones tienen potestad para elegir a sus autoridades entre los regantes 
asociados y administrar sus rentas, aunque están sujetas al control que ejerce el DGI sobre 
su gestión, tanto desde el punto de vista administrativo como técnico y presupuestario. 
Ejercen el papel de policía en los cauces de riego y asignan a cada derecho los volúmenes 
concedidos. Son los jueces de primera instancia ante un conflicto legal por los derechos de 
aprovechamiento: deben mediar en los conflictos que surgen entre los usuarios de su canal 
a causa de la distribución de las aguas. Algunas de las Inspecciones de Cauce han 
asumido voluntariamente funciones de policía en la gestión del agua subterránea para 
complementar los derechos de riego provenientes de diversas fuentes. 
En el caso de que alguien decida renunciar de forma temporal a su derecho y desee 
cederlo de forma transitoria, lo notifica a la Inspección de Cauce que, a través del Registro 
Único de Aguas [1], se encarga de hallar quién lo adquiera. La persona que cede el 
derecho pagará un porcentaje fijo de la tarifa, mientras el resto es pagado por quien 
adquiere el derecho, junto con una cantidad adicional a la Inspección por el servicio. 
La Ley 6.405, del año 1.996, regula el funcionamiento de las Inspecciones de Cauce: 
especifica las funciones que deben ser realizadas por los usuarios, introduce principios 
financieros para el logro del autofinanciamiento en el mantenimiento de los cauces y las 
obras… Además autoriza a las Inspecciones de Cauce a agruparse en Asociaciones para 
facilitar el cumplimiento de sus objetivos.  
A principios de los años 80 existían unas 750 Inspecciones de Cauce en la provincia de 
Mendoza. En la actualidad se han reducido a 154, debido a un proceso de unificación 
llevado a cabo. El número de Asociaciones es de 16. El nivel de descentralización no es 
uniforme en toda la provincia y existen Asociaciones con distintos grados de desarrollo. 
En la cuenca del río Mendoza, concretamente, existen 53 Inspecciones de Cauce que se 
encuentran agrupadas en 7 Asociaciones (Primera a Sexta Zona de Riego y Alta Montaña) 
y 6 Inspecciones de Cauce no asociadas. 
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Dentro de cada Inspección de Cauce existe la figura del Tomero, que es la persona 
encargada de distribuir el agua entre los regantes de la Inspección de Cauce, por el tiempo 
que le corresponda a cada propiedad según las hectáreas empadronadas. 
Existe, además, dentro de las Asociaciones, una Junta Honoraria de Inspectores, de 
distintas Inspecciones de Cauce, que controla la distribución del agua, actúa como órgano 
de conciliación y supervisa la ejecución de obras.  
5.5.4.3. Unidades de Manejo 
Las Unidades de Manejo [21] son unidades territoriales de administración del recurso, tanto 
de agua superficial como subterránea. Permiten manejar variables relacionadas con un 
espacio común de gestión. Son parecidas a las Inspecciones de Cauce, aunque en algunos 
casos y a fines prácticos, una Unidad de Manejo representa a más de una Inspección de 
Cauce.  
5.5.4.4. Consejos Consultivos de Cuenca 
Los Consejos Consultivos de Cuenca o Consejos de Cuenca [14] constituyen foros de 
opinión sobre los problemas y soluciones para mejorar el aprovechamiento sostenible de 
las aguas de cada río de la provincia. Son órganos de carácter meramente consultivo [24] y 
no vinculante al proceso de toma de decisiones. 
Cada cuenca cuenta con su respectivo Consejo, formado por personas relacionadas, 
directa o indirectamente, con la gestión del agua en la cuenca correspondiente 
(representantes de los municipios, regantes, empresas hidroeléctricas…) y funcionan bajo 
la coordinación del DGI. 
Son convocados principalmente cuando surgen problemas en la distribución del agua y, en 
teoría, constituyen un ámbito de información para los usuarios. 
Su aparición vino motivada por la falta de coordinación interinstitucional para el ejercicio de 
competencias entre los distintos Organismos Públicos y  la mediación de conflictos por el 
aprovechamiento del recurso hídrico que, según el marco legal, le correspondía en aquel 
momento al MAyOP [24]. 
5.5.5. Ente Provincial del Agua y Saneamiento 
El EPAS [24] se creó en el año 1.993 mediante la ley 6.044 con la privatización de la 
empresa operadora de los servicios de agua potable y saneamiento OSM, como parte del 
proceso de reforma de la prestación de servicios de agua potable, desagües cloacales e 
industriales. 
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Su función es regular, controlar y garantizar los servicios de agua potable y cloacas en toda 
la provincia de Mendoza y tiene poder de policía en lo referente al control de calidad y 
potabilidad de las aguas destinadas al uso humano. Controla a los operadores del servicio: 
OSM, ayuntamientos de Maipú, Luján y Tupungato y operadores menores, para que éstos 
cumplan con la ejecución de planes y programas de inversión. Además tiene competencia 
para fijar normas de preservación hídrica en lo referente a la descarga de efluentes, 
controla el régimen tarifario, propone al poder ejecutivo las tarifas de los servicios según las 
normas legales vigentes… Tuvo también participación directa [8] en el proceso de diseño y 
adjudicación del contrato de concesión de OSM como se explica en el siguiente apartado. 
Es un organismo independiente del Estado provincial y se relaciona [8] con el ejecutivo a 
través del Ministerio de Medio Ambiente, Urbanismo y Vivienda de la provincia. Sus cinco 
directivos son designados por el poder ejecutivo, requiriendo la designación del presidente 
acuerdo del Senado provincial, y un consejero a propuesta de los ayuntamientos. 
Se financia [8] con una tasa de inspección, control y sostenimiento que fija anualmente el 
directorio, como proporción de la facturación del concesionario. 
Cuenta con el asesoramiento no vinculante de los siguientes órganos consultivos: 
• Comité coordinador municipal: formado por representantes de todos los 
municipios de la provincia. Tiene la función de coordinar las actividades del 
EPAS con los municipios. 
• Comité consultor: formado por el Subcomité Científico Técnico (del cual forman 
parte miembros de organizaciones científicas y académicas de Mendoza) y el 
Subcomité Comunitario (del que forman parte representantes de asociaciones 
ligadas a temas sanitarios o ambientales y los usuarios). 
5.5.6. Operadores 
5.5.6.1. Obras Sanitarias de Mendoza 
En el marco del reordenamiento institucional de la prestación de los servicios de agua 
potable, desagües cloacales e industriales, normalizado por la ley 6.044 y que, entre otros 
aspectos, establece que éstos deben ser regulados y sujetos a concesión [8], se constituyó, 
en septiembre de 1.994, OSM S.A. (anteriormente OSM Sociedad del Estado). 
OSM es responsable, teóricamente, de la administración de la provisión de agua potable y 
cloacas en su área de servicio, además de la operación y mantenimiento de sus redes y 
plantas de producción y de la financiación de sus recursos (mediante la tarifa de los 
servicios de agua potable y desagües cloacales prestados) y de las obras, de acuerdo a la 
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ley que le dio origen. En la práctica [44] OSM sólo ha trabajado en los lugares que le han 
resultado rentables, dejando las zonas rurales y las urbanas de menores recursos a cargo 
del gobierno o de pequeñas cooperativas. No ha realizado las mínimas inversiones, ni 
siquiera en las zonas que le resultaban rentables y la provincia se enfrenta en la actualidad 
a redes de agua y de cloacas antiguas y, en ocasiones, en situación de abandono.  
OSM S.A. fue privatizada en 1998 y el consorcio formado por ENRON Argentina, SAUR 
International, Italgas y otros socios menores adquirieron el 70% de las acciones de OSM 
S.A., concesionaria de los servicios de agua potable y alcantarillado, responsable de un 
80% de la población mendocina [8]. El grupo francés SAUR International quedó como 
técnico operador. Se trataba de una concesión a 95 años [31]. 
Posteriormente se creó Azurix Mendoza S.A., de propiedad de Azurix Corporation, empresa 
constituida en 1.998 en Estados Unidos por ENRON Corporation para consolidar todos sus 
negocios en el sector de agua. Azurix Mendoza S.A. tomó la propiedad de las acciones que 
había adquirido ENRON Argentina.  
En diciembre del 2.001, ENRON Corporation se declaró en quiebra por denuncias de 
fraudes contables, corrupción y otras, afectando a la situación de todas sus filiales. 
A finales del 2.002 OSM [8] presentaba déficit por obras comprometidas, atrasos en el 
pago del canon anual, se enfrentaba a multas por cortes imprevistos del servicio, deudas 
por impuestos, denuncias por bajas de presión en diversos barrios de la ciudad de 
Mendoza y atrasos en el pago de amortización e intereses de un préstamo del BID (del cual 
la provincia era garante). Por otra parte, el gobierno provincial acumuló una deuda 
significativa con la empresa por cuenta de subsidios al servicio que la empresa proporcionó 
a barrios de escasos recursos y por descuentos otorgados a los jubilados. 
A raíz de la crisis de finales del 2.001 y la posterior devaluación del peso, la empresa 
solicitó en abril del 2.002 un aumento tarifario de un 34% y una renegociación del plan de 
obras. No se llegó a un acuerdo en los términos de esta renegociación, ni en las 
compensaciones de deudas y las tarifas continuaron congeladas. El gobierno y el EPAS 
acusan a la firma de una desinversión que provocó el deterioro del sistema. 
Azurix Corporation, en representación de Azurix Mendoza S.A., y SAUR International 
presentaron independientemente demandas de arbitraje ante el Centro Internacional de 
Arreglos de Disputas de Inversiones (CIADI), en septiembre y noviembre del 2.003, 
respectivamente, alegando perjuicios como consecuencia del cambio en las condiciones 
económicas de enero del 2.002.  
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La demanda de Azurix no se ha resuelto todavía y en enero del 2.004 Azurix Corporation 
llegó a un acuerdo con la argentina South Water (del Grupo Sielecki), vendiéndole las 
acciones que poseía por una cifra muy inferior a la pagada en el momento de la 
adquisición. 
Mientras que la demanda de SAUR International fue suspendida de forma temporal en abril 
de 2.007 (dos semanas después de anunciar su salida de OSM [31]) como parte de los 
acuerdos de renegociación del contrato. Hasta agosto del 2.009 la demanda ha 
permanecido parada, pero tras la decisión del gobierno de Mendoza de intervenir OSM 
(Diario Los Andes, 3 agosto 2.009), SAUR amenaza con volver a activarla. Así, en la 
actualidad, es el gobierno de Mendoza quien se está haciendo cargo de OSM. 
5.5.6.2. Operadores de Gestión Comunitaria 
Los Operadores de Gestión Comunitaria son entidades sociales mediante las cuales la 
comunidad se autopresta el servicio de agua potable y saneamiento. Las formas jurídicas 
que adoptan son principalmente uniones vecinales y cooperativas de servicios públicos sin 
ánimo de lucro. En la actualidad están dentro del ámbito del EPAS y se contabilizan en 172 
operadores distribuidos por todo el territorio provincial.  
Su existencia data de la década de los 60 y en la actualidad alcanzan casi las 10.000 
conexiones domiciliarias, aunque presentan una gran dispersión geográfica. 
5.5.6.3. Municipios 
Los municipios de Maipú, Tupungato y Luján de Cuyo, tienen a su cargo la distribución de 
agua potable y destino final de efluentes cloacales. 
Actúan como operadores y, por tanto, tienen a su cargo brindar los servicios de agua 
potable y saneamiento en los municipios. 
5.5.7. Ente Provincial Regulador Eléctrico 
El EPRE [24] es el ente encargado de controlar el cumplimiento de los contratos de 
concesión de las empresas operadoras del servicio de suministro eléctrico. 
5.5.8. Concesionarios eléctricos 
El DGI realiza la programación de los embalses: define para cada embalse la política de 
gestión y el sistema de regulación para todos lo usos, incluyendo el hidroeléctrico.  
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Las empresas concesionarias tienen a su cargo la operación de las centrales 
hidroeléctricas, el mantenimiento de la infraestructura del tendido eléctrico y las obras 
civiles que las conforman. 
En la cuenca del río Mendoza la operación de las siguientes centrales hidroeléctricas ha 
sido concesionada: embalse Potrerillos, Central Hidroeléctrica Cacheuta, Central Álvarez 
Condarco y Central San Martín [22]. 
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6. Balance Hídrico 
6.1. Oferta hídrica superficial 
El régimen del río Mendoza se debe básicamente al proceso de fusión de la nieve de la 
Cordillera y al aporte que hacen las masas de hielo de los glaciares de la cuenca. Por tanto, 
se define el período hidrológico del río Mendoza de octubre a septiembre, considerando el 
comienzo del proceso de fusión nival en octubre. Los registros máximos se producen en 
enero y los mínimos en junio. 
La disponibilidad superficial del río Mendoza se cuantifica a través de la medición 
sistemática de los escurrimientos en distintas estaciones de aforo. El caudal medio anual es 
de 49,04 m3/s para casi cien años de mediciones en distintas estaciones de aforo, 
instaladas en distintos puntos del río y sus afluentes.  
Según el DGI la oferta hídrica superficial es de 1.420 hm3.  
6.2. Oferta hídrica subterránea 
El agua subterránea de la cuenca se sitúa en el acuífero norte que abarca una superficie 
aproximada de 22.800 km2, compartida en su tramo inferior con los aportes del río 
Tunuyán. Se estima  que el río Mendoza infiltra el 16% de su caudal [21], mientras el resto 
es distribuido para riego y otros usos. 
Según el INA [1], el acuífero norte cuenta con unas reservas totales estimadas de 275.000 
hm3, aunque las reservas económicamente explotables son sólo de 8.200 hm3, debido en 
gran parte a los costos de bombeo. Según el DGI la disponibilidad sostenible para la 
cuenca del río Mendoza es de 385 hm3. 
En toda la provincia de Mendoza se estima que hay unos 20.000 pozos, aunque los datos 
varían según la fuente. Sobre el acuífero norte, concretamente, se concentra la mayor 
cantidad de perforaciones de la provincia, especialmente en las zonas de Lavalle, Maipú, 
San Martín y Guaymallén. La profundidad de las perforaciones varía entre los 70 m y los 
350 m. Según el DGI [21] los rendimientos medios de los pozos son del orden de los 80 
m3/h.  
También el agua del acuífero norte se considera un apoyo en años hidrológicamente 
pobres y como refuerzo ante la falta de acceso a agua superficial.  
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6.3. Reutilización 
Se puede aumentar la disponibilidad de agua por encima de la oferta natural, 
aprovechando aguas residuales de una cierta utilización para otro uso. En el caso de 
Mendoza, esta práctica se lleva a cabo, entre otros lugares, en la zona de Campo Espejo, 
donde aguas residuales de uso doméstico son destinadas al riego de 15.000 ha de 
vegetales no destinados a consumo humano directo [51]. Son las Áreas de Cultivos 
Restringidos Especiales (ACREs). 
6.4. Demanda por usos 
La demanda se divide según el uso sea para potabilizar, para riego, industrial y otros. 
6.4.1. Consumo humano 
La demanda de agua para potabilizar es destinada a diversos usos: domésticos, 
municipales, comerciales… Se caracteriza por la necesidad de una calidad y garantía 
máximas.  
En la cuenca del río Mendoza, el agua destinada a consumo humano proviene, en su 
mayoría, de fuentes superficiales que se entregan a las empresas prestadoras del servicio. 
Por año se entrega a estas entidades un volumen total de 196,47 hm3 proveniente del río 
Mendoza.  
En algunas zonas del oasis, se utiliza agua subterránea para consumo humano como 
complemento del agua superficial. En la zona este de la provincia, al final de la cuenca, la 
totalidad  del agua potable es de origen subterráneo [1]. Se estima  que se consumen unos 
43 hm3 anuales [21]. 
Según OSM el consumo en la época de verano llega a 450 litros por persona y día y en la 
época de invierno es de 350 litros por persona y por día (Diario Los Andes, 23 marzo 
2.003). Estas cifras están muy por encima de las recomendadas por la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) que indica que un consumo normal, para una zona como la del 
Gran Mendoza es de 250 litros por persona y día para la época estival. 
6.4.2. Usos industriales 
Las tres industrias principales que consumen agua del río Mendoza son: la Central Térmica 
Mendoza, la destilería de Repsol YPF (situada en Luján de Cuyo) y la Zona Libre 
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Alcoholera (toma del canal San Martín).  El uso consuntivo de esta demanda es escaso, ya 
que gran parte del volumen retorna al sistema. 
Pero otra parte del agua consumida en la industria (agroindustria, sector petrolero…) 
proviene de fuentes subterráneas: unos 15 hm3 anuales. 
6.4.3. Riego 
Del agua utilizada para riego en la cuenca un 27% proviene exclusivamente de agua 
subterránea y un 28% del uso conjunto de agua superficial y subterránea. 
La estimación de las demandas de agua para fines agrícolas se realizó, por parte del DGI, 
sobre la base del cálculo de la superficie regada. Se obtiene la demanda bruta aplicando a 
la demanda neta que necesitan los cultivos durante un ciclo, la eficiencia de conducción, la 
de distribución y la de aplicación. En el caso de la superficie empadronada con derecho a 
riego y la cuota del canon al día, la demanda bruta anual de agua superficial es de 1.121 
hm3 mientras que la demanda neta es de sólo 430 hm3, según el DGI [21]. Las elevadas 
pérdidas que se infiltran en el subsuelo pueden provocar la elevación de los niveles 
freáticos y el aumento de la salinización en los suelos agrícolas. 
En el caso de agua subterránea, la demanda para riego es de 339 hm3. 
6.4.4. Otros 
Un menor volumen de demanda hídrica es el que resulta de actividades deportivas, 
turismo, pesca, navegación y vertido de efluentes. Según el propio DGI, a nivel de balance 
hídrico su importancia es relativamente baja, aunque tienen una alta importancia a nivel 
económico y jurídico. 
6.5. Calidad del agua 
Existen diversos motivos de contaminación del agua en la cuenca del río Mendoza. Los 
principales son la salinización del agua subterránea, el vertido de efluentes cloacales e 
industriales y la presencia en el agua de arsénico y otros metales. 
La salinización del agua subterránea, a su vez, viene motivada por la sobreexplotación del 
acuífero, por la existencia de pozos rotos o en mal estado y por el hecho que el agua 
utilizada en la zona alta de la cuenca es devuelta a los tramos inferiores de la cuenca con 
un alto contenido en sales. 
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La descarga de efluentes debe contar con la previa autorización administrativa, por parte 
del DGI. El Registro Único de Establecimientos [24] regula las fuentes contaminantes, su 
situa-ción ambiental y variaciones en el tiempo. Todas las personas de existencia física o 
jurídica que descarguen o puedan descargar efluentes, deben obligatoriamente inscribirse 
en él. 
El origen del arsénico es natural y se debe a procesos geológicos y se da, principalmente, 
en la zona baja de la cuenca, en el departamento de Lavalle. En otras zonas, como Godoy 
Cruz, el agua tiene altas concentraciones de óxido de manganeso por desprendimientos en 
el tramo entre la planta potabilizadora Potrerillos y la presa del mismo nombre (Diario Los 
Andes, 21 agosto 2.009). Y se descubrió también en el agua potable mercurio e hipoclorito 
de sodio que alcanzaba concentraciones no permitidas. 
6.6. Balance hídrico 
En la actualidad no existe el balance hídrico de la cuenca del río Mendoza. Para poder 
realizarlo sería necesario conocer toda una serie de datos a los que no se ha tenido 
acceso, por lo tanto se realiza una aproximación mediante estimaciones de los valores que 
no se conocen.  
La ecuación del balance es: 
Variación de almacenamiento = Entradas – Salidas    (Ec. 6.1) 
Donde los términos son: 
• Entradas: 
o Aportación río Mendoza 
o Precipitaciones 
o Aportaciones superficiales cuencas laterales 
o Aportaciones subterráneas cuencas laterales 
• Salidas: 
o Evapotranspiración 
o Abastecimiento poblaciones, agricultura e industria 
o Ríos, canales y desagües que salen de la cuenca 
o Flujo subterráneo que sale de la cuenca 
Los resultados serían buenos si los datos fuesen precisos y actuales y si el balance se 
realizara sobre un área de características homogéneas. Lo ideal sería poder dividir la 
cuenca en pequeñas áreas para encontrar la homogeneidad deseada. 
Pág. 44  Memoria 
 
En el caso concreto de la cuenca del río Mendoza, las aportaciones superficiales de las 
cuencas laterales son nulas, así como los ríos, canales y desagües que salen de la cuenca, 
según [21].  
Se ha considerado una precipitación media anual de 200 mm para toda la cuenca 
siguiendo las estimaciones realizadas en [47]. 
El caudal medio del río Tunuyán inferior (cuenca lateral a la del río Mendoza) según el DGI 
[21], es de 32,6 m3/s y según sus propias estimaciones se infiltra un 6% en el acuífero 
norte. 
Para realizar la estimación del valor de la evapotranspiración, se ha distinguido entre la 
zona irrigada y la zona de secano, ya que las condiciones que influyen en la 
evapotranspiración son muy distintas entre ellas (temperatura, insolación…). En el caso de 
la zona irrigada, que ocupa según [21] 1.580 km2 de la superficie de la cuenca, se ha 
tomado como valor estimado 1.200 mm/año (1.896 hm3/año) según los valores citados en 
[48], ya que por tratarse de medidas realizadas en la ciudad de Mendoza podrían ser 
representativas de esta zona de la cuenca. En el caso de la zona no irrigada, que ocupa los 
17.973 km2 restantes de la cuenca, se ha estimado un valor de evapotranspiración igual al 
de la precipitación existente en la zona, según [21], 90 mm/año (1.617,57 hm3/año), 
considerando que no puede evapotranspirarse más agua de la que le llega al suelo. 
El resto de valores se han tomado también de [21].  
Con estas consideraciones se obtiene en la variación de almacenamiento el valor mostrado 
en la tabla 6.1:  




Aportación río Mendoza (hm3/año) 1.420 
Precipitaciones (hm3/año) 3.910,6 Entradas 
Aportaciones subterráneas cuenca 
Tunuyán inferior (hm3/año) 61,68 
5.392,28 
Evapotranspiración (hm3/año) 3.513,57 
Abastecimiento poblaciones, agricul-
tura e industrias (hm3/año) 1.726,47 Salidas 
Flujo subterráneo que sale de la 
cuenca (hm3/año) 225 
5.465,04 
-72,76 
Tabla 6.1: Aproximación al balance hídrico de la cuenca del río Mendoza. Fuente: Elaboración propia. 
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A pesar de ser tan sólo una aproximación al balance hídrico, con estimaciones de los 
valores no conocidos, se observa un posible caso de déficit hídrico. A la escasez de agua, 
hay que sumarle muchos factores, que se profundizarán en apartados posteriores, como 
son la mala gestión llevada a cabo en la cuenca; la baja eficiencia de los sistemas de 
conducción, distribución y aplicación del agua; la sobreexplotación del acuífero; la 
salinización del agua subterránea… 
Pág. 46  Memoria 
 
7. Diagnóstico de la problemática hídrica 
La situación descrita en los dos apartados anteriores conlleva una serie de consecuencias 
que se detallan a continuación. Han sido agrupadas en seis dimensiones, a pesar de que 
algunas de ellas tienen influencia a diversos niveles. Son: consecuencias a nivel 
institucional, a nivel legal, medioambiental, social, económico y técnico. 
7.1. A nivel institucional 
Son muchas las instituciones que tratan el tema hídrico en Mendoza, tal y como se ha visto 
en el apartado anterior. Esta situación genera problemas de coordinación interinstitucional y 
de comunicación, además de superposición de poderes en unas ocasiones y en otras, 
vacíos [18], que aumenta la complejidad de las posibles soluciones, puesto que requiere un 
grado de coordinación entre los diversos actores que en la actualidad no se da.  
Los principales conflictos entre instituciones son: 
• El DGI nació para regular todos los aspectos referidos a la irrigación en la 
provincia de Mendoza, pero en la actualidad cualquier aprovechamiento, 
independientemente de su uso (consumo humano y animal, riego, uso 
recreativo y turístico, minero, petrolero…), debe contar con su autorización [33], 
ya que administra [26] las concesiones de uso de agua, tanto superficial como 
subterránea.  
• Cuando un mismo cauce es utilizado como colector aluvial y como cauce de 
riego surgen conflictos entre la Dirección de Hidráulica (a quien correspondería 
la gestión del cauce como colector aluvial) y entre el DGI (que tendría bajo su 
supervisión el canal por tratarse de un cauce de riego). Al DGI le corresponde, 
según su misión, la administración de las aguas públicas pero, por la forma 
actual de financiación (a través de los cánones de riego de los regantes), si se 
hiciera cargo de la Dirección de Hidráulica [33], los regantes tendrían que pagar 
la operación de cauces estrictamente aluviales, de los cuales se beneficiaría 
toda la provincia y no sólo aquellas personas que tienen derecho a riego. Esto 
es lo que ocurre cuando algún canal sufre daños o necesita limpiarse a causa 
de algún desbordamiento y son los regantes quienes se hacen cargo de los 
costes económicos. 
• Entre el EPAS, el DGI y los Municipios existen también conflictos, en este caso 
en temas de preservación de la calidad del agua [18]. Según la ley 6.044 todos 
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tienen competencia en lo relativo a descargas de efluentes, en función de la 
naturaleza de los mismos y del cuerpo receptor: 
o el DGI: sobre cualquier tipo de efluente para algún tipo de cuerpo 
receptor: cauces hídricos naturales, sistemas de riego y embalses, 
o el EPAS: sobre efluentes cloacales para cualquier cuerpo receptor y 
sobre efluentes de cualquier tipo cuyo cuerpo receptor sean redes 
colectoras cloacales e industriales y también sobre los sistemas cerrados 
de reuso, 
o los Municipios: sobre descargas de efluentes de cualquier naturaleza 
cuyos cuerpos receptores sean la red de riego de arbolado público y los 
desagües pluviales. 
• Los canales matrices son responsabilidad de las Subdelegaciones de Aguas del 
DGI, pero el ya desaparecido MAyOP ha construido en alguna ocasión este tipo 
de infraestructura, como es el caso del Canal Marginal del Río Atuel. En este 
sen-tido, las obras menores son responsabilidad del DGI mientras que las de 
mayor rango quedan a cargo del MAyOP: debe existir coordinación entre las dos 
insti-tuciones, puesto que una construye y la otra se hace cargo de su operación 
[1]. 
• Las Inspecciones de Cauce [33] son las encargadas de abastecer a los entes 
municipales (de abastecimiento urbano y demás usos públicos) el agua 
necesaria de acuerdo a sus requerimientos y de acuerdo a los derechos 
empadronados que posea. 
• Una parte muy importante de la infraestructura de riego se encuentra en 
condiciones de ser reparada o reconstruida [33], por indefiniciones y vacíos en 
las competencias de las distintas instituciones. 
• También existen problemas [33] entre el DGI y el Instituto Provincial de la 
Vivienda, que construye barrios en terrenos empadronados con derecho de 
riego, sin dar de baja los derechos, con lo cual el agua no puede ser destinada a 
otros usos. 
• La programación de la distribución de agua a los canales se hace en el DGI, a 
partir de la información de usuarios con los pagos al día. Sin embargo, no se 
asegura que las Inspecciones de Cauce respeten dicha información, utilizando 
libremente el agua [23].  
La participación en las Inspecciones de Cauce es baja, especialmente por parte de algunos 
grupos de regantes. En el caso concreto de la cuenca del río Mendoza la participación [33] 
de los regantes en las asambleas es menor al 20%. Uno de los motivos principales es que 
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dentro de las Inspecciones de Cauce, tienen más peso aquellos usuarios con más 
hectáreas empadronadas con derecho a riego, cosa que favorece a las empresas 
productoras y terratenientes, en detrimento de los pequeños productores. Según la ley 
5.302, los votos de los regantes se ponderan según la tabla 7.1: 
 
Tamaño finca 





30 o mayor 8 
Teniendo en cuenta los tamaños de las EAP’s en Mendoza (vistos en el anexo de 
“Caracterización general de la cuenca del río Mendoza”) y la tabla anterior, con los votos de 
aproximadamente el 25% de los usuarios, los de fincas más grandes (terratenientes y 
grandes empresas), se toman las decisiones en las asambleas de las Inspecciones de 
Cauce. Además los canales de información y comunicación entre los usuarios y el DGI son 
insuficientes e inadecuados [33].  
Pero es imprescindible también que todos los actores participen en la planificación, no sólo 
los usuarios del agua de riego, para lograr una buena coordinación entre los distintos usos.  
Es necesario poder disponer de una información fiable, precisa y actualizada sobre las 
limitaciones y potenciales de los recursos hídricos para poder hacer una buena 
planificación. Esta información debe ser accesible para las distintas instituciones que tratan 
temas hídricos y también para los usuarios.  
Debe revisarse y modificarse el Plan Hídrico Provincial [22], especialmente los puntos 
siguientes, por ser muy poco realista teniendo en cuenta la situación actual del agua en 
Mendoza: 
 
Tabla 7.1: Ponderación de los votos de los regantes de las Inspecciones de Cauce, en función 
del número de hectáreas empadronadas con derecho a riego. Fuente: Elaboración propia en 
base a la Ley 5.302. 
Estudio de la gestión de los recursos hídricos en la cuenca del río 
Mendoza (Mendoza, Argentina) y propuesta de alternativas de mejora. Pág. 49 
 
 
• A nivel Institucional:  
o propone el cambio de nombre del DGI a Departamento General de 
Agua, asumiendo todas las funciones como autoridad única del agua en 
Mendoza y no tiene en cuenta al resto de instituciones. 
• A nivel operativo: 
o Propone aumentar el número de derechos existentes respetando los 
actuales, cuando éstos no son completamente cubiertos en la actualidad 
y menos los permisos.  
o No tiene en cuenta los caudales ecológicos necesarios para la 
recuperación y mantenimiento del ecosistema al final de la cuenca. 
o No considera la contaminación del agua por arsénico ni por otros 
elementos pesados, a pesar de ser una problemática grave en algunas 
zonas de la provincia. 
o Propone aumentar la eficiencia del uso actual del agua para así, con el 
agua ‘ahorrada’ o bien poder bombear menos agua subterránea o bien 
aumentar la superficie cultivada. Con lo cual tampoco tiene en cuenta la 
sobreexplotación de algunos de los acuíferos. En una situación 
insostenible, como la actual en Mendoza, en donde existe una extracción 
incontrolada y excesiva y un deterioro irreversible del acuífero, existe la 
necesidad urgente de políticas, legislación y regulación mucho más 
rigurosas.  
o Valora el recurso hídrico en función de su productividad, asignándole 
sólo un valor económico y dejando de lado valores sociales y 
medioambientales. 
En cuanto a los Planes de Cuenca, concretamente el de la cuenca del río Mendoza, el DGI 
no cuenta con un balance hídrico. Siendo el encargado de distribuir el agua para todos los 
usos debería disponer de una imagen general de la situación de la cuenca. A nivel 
institucional propone, también, la creación de un Departamento General de Agua, 
constituido sobre la estructura actual del DGI y que absorbería a la Dirección de Hidráulica 
y al EPAS. 
Los operadores privados [36] del servicio de agua potable, aparecidos durante las 
privatizaciones de la década de los 90, recibieron como parte de las concesiones los 
derechos de agua que antes eran del Estado y pasaron a formar parte de aquellas 
Inspecciones de Cauce que abarcan derechos destinados a agua potable (los derechos 
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son otorgados para usos concretos), en las que se introduce la lógica mercantil del negocio 
del agua potable. Y en algunas Inspecciones de Cauce también participan agentes de la 
industria, agroindustria principalmente, cuando poseen derecho a desaguar vertidos a los 
cauces del sistema. Se produce un cambio en la composición de las Inspecciones de 
Cauce, un cambio importante teniendo en cuenta la tendencia a un mayor aumento de los 
consumos urbanos e industriales respecto los agrícolas. 
7.2. A nivel legal 
Como se ha visto anteriormente existe una gran cantidad de leyes que interactúan entre 
ellas. Algunas de estas leyes han quedado obsoletas y otras han sido modificadas 
parcialmente. En ocasiones, normativas diferentes regulan un mismo objeto [1], como 
ocurre en el caso de los efluentes cloacales vertidos a los cauces. Y alguna normativa, por 
el hecho de ser antigua no tiene en cuenta determinados factores medioambientales. 
También, dentro del DGI, existe un gran volumen de resoluciones, que se superponen en 
muchos casos [33]. Es necesario, en ambas situaciones,  organizarlas para suprimir 
aquellas que se superponen o contradicen y crear aquellas que resultan necesarias y no 
existen. 
El derecho al agua está reconocido en la Constitución argentina, pero aún así, no se 
cumple. Debería garantizarse, como mínimo, el acceso a cuotas básicas de agua de 
calidad para una vida digna [6]: el ‘agua-vida’, según las categorías establecidas por la 
Declaración Europea por una Nueva Cultura del Agua5.  
La reglamentación actual limita el otorgar derechos de agua para riego a una mayor 
disponibilidad de agua en los ríos, cuando en la situación actual o están disminuyendo su 
caudal o se encuentran en una situación relativamente fija. Así, para poder disponer de 
más agua y poder entregar nuevos derechos, es necesario mejorar las eficiencias y 




 Esta declaración fue firmada en Madrid por cien científicos europeos a principios de 2005 [6], y clasifica el 
agua en las categorías siguientes: agua-vida (para cubrir las funciones básicas de supervivencia), agua-
ciudadanía (para actividades de interés general en funciones de salud y cohesión social), agua-negocio 
(ligado a actividades productivas para el crecimiento económico) y el agua-delito (para negocios ilegítimos, en 
usos productivos que al margen de la ley impongan extracciones excesivas en acuíferos y ríos, vertidos 
contaminantes…).  
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actualizar el padrón de derechos, para ver los que realmente se utilizan. El no poder 
disponer del recurso hídrico, limita el desarrollo social y económico a futuro. 
Tampoco la ley incentiva la eficiencia del agua de riego entre los regantes, puesto que si un 
regante [33] optimiza el uso de agua superficial para riego en su finca, no puede utilizar, 
según el principio de inherencia, esos ahorros en otra propiedad, cosa que limita la 
optimización del riego a nivel usuario y la ampliación del área de cultivo en las fincas sin 
derecho a riego. En el caso del agua subterránea, el regante puede modernizar su sistema 
y utilizar el agua ahorrada en sus propiedades, sin depender de los derechos de agua 
superficial. 
Es necesario, fijar políticas únicas de recursos hídricos superficiales y subterráneos, ya que 
en realidad, en el ciclo hidrológico, el agua es una sola, y para poder hacer una buena 
planificación debe tenerse una visión general de la situación. También deben llevarse a 
cabo políticas que traten de forma conjunta la cantidad y la calidad de las aguas, ya que 
cada uso requiere unas determinadas condiciones de calidad del agua. 
Desde mediados de los años 80 hasta principios del 2.000 se produjo en la cuenca del río 
Mendoza un proceso de abandono de tierras de cultivo [32], debido a la falta de rentabilidad 
o a la salinización de los suelos [41]. El hecho de que importantes áreas de riego dejasen 
de producir generó excedentes de agua superficial que las Inspecciones de Cauce 
buscaban cómo reasignar. En un principio de manera informal, según lo que decidían 
Inspectores de Cauce y Tomeros, y posteriormente regulado por resoluciones del DGI, se 
creó el Registro Único de Aguas [1]. Quien desea ceder de forma transitoria su derecho, lo 
notifica a la Inspección de Cauce que se encarga de hallar una persona que lo adquiera. La 
persona que cede el derecho paga sólo un porcentaje fijo de la tarifa mientras que la 
persona que lo adquiere paga el resto de la tarifa y una cantidad adicional a la Inspección 
por el servicio. 
Existe, además, una falta de integración entre las políticas destinadas a aumentar la oferta 
y las orientadas a controlar la demanda [18]. En la actualidad, en Mendoza, el agua se 
administra por una gestión de la oferta, cuando debería regirse por políticas de regulación 
de la demanda: fomentar un consumo de agua racional y eficiente, el necesario para cada 
uso, en lugar de construir grandes infraestructuras para abastecer aprovechamientos 
ineficientes, como ocurre en el caso del agua de riego, visto en el apartado del balance 
hídrico: en el caso de la superficie de la cuenca empadronada con derecho a riego y la 
cuota del canon al día, la demanda bruta anual de agua superficial es de 1.121 hm3 
mientras que la demanda neta es de sólo 430 hm3, según el DGI [21]. Todo el resto es 
agua que se infiltra en el subsuelo por las elevadas pérdidas en los sistemas de distribución 
o bien  se evapora. El problema se produce al infiltrarse demasiada agua y provocar la 
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elevación de los niveles freáticos y el aumento de la salinización en muchos suelos 
agrícolas.  
La distribución de los derechos de agua de riego superficial es desigual en la cuenca [37]. 
En la parte alta, en el departamento de Luján de Cuyo, la margen izquierda del río está 
densamente cubierta por derechos de riego, el 91% de los cuales son definitivos. El 
departamento de Maipú también cuenta con una alta proporción de derechos definitivos, un 
87%. Mientras en los departamentos de Guaymallén, Las Heras y Lavalle, parte baja de la 
cuenca, esta proporción desciende al 60% aproximadamente. Teniendo en cuenta, que los 
derechos eventuales sólo son cubiertos una vez que están satisfechos los derechos 
definitivos y siempre en función del agua disponible (no tienen una dotación fija), se puede 
afirmar que los que están a la cola del sistema de riego son los más perjudicados en los 
turnos de distribución. 
Existe una falta de regularización de la situación de los campesinos e indígenas de las 
zonas de secano, quienes durante generaciones han habitado y producido en los campos y 
sin embargo no tienen títulos de posesión de las tierras. Este es uno de los motivos por el 
que continuamente son acechados por grandes productores, policías, jueces… y son 
sometidos a abusos y desalojos. Según la Dirección de Estudios e Investigaciones 
Económicas (DEIE) del Gobierno de Mendoza la realidad indígena y campesina refleja que 
el 60% de la población rural está por debajo de la línea de pobreza, el 22,6% es indigente y 
el 66% de los trabajos son precarios.  
Se produce también en el campo una marginación en cuanto al acceso a los servicios 
básicos: agua y saneamiento, sistemas de salud, planes de vivienda, comunicación y 
transportes... Por ejemplo, y según la DEIE, mientras en el departamento de Lavalle, en la 
zona baja de la cuenca, un 60,6% de los hogares tienen acceso a agua potable y sólo un 
18,6% a saneamiento, en Mendoza capital, los porcentajes son del 98% y 90,1% 
respectivamente.  
No se trata de forma conjunta la problemática del agua con la de la tierra. Se ha comentado 
en el apartado anterior cómo la falta de ordenamiento de los usos del suelo afecta a los 
recursos hídricos: el Instituto Provincial de Vivienda construye barrios en terrenos 
empadronados con derecho de riego, sin dar de baja esos derechos y provocando que el 
agua no pueda ser destinada a otros usos. Y en el departamento de Lavalle [25], en la zona 
baja de la cuenca del río Mendoza, cerca del 60% de las tierras con derecho a riego, están 
abandonadas debido a deudas con el DGI. Eso es una limitación del principio de 
inherencia, por el cual las deudas derivadas del impago del canon de agua quedan ligadas 
a la tierra. Para poder acceder a estas tierras abandonadas es necesario pagar el valor que 
se le concede a la tierra y saldar la deuda con el DGI. Pero con el corte de agua por 
impago se hace imposible poder desarrollar actividades productivas que permitan el pago 
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de estas deudas. Además grandes empresas agropecuarias concentran grandes 
extensiones de tierras improductivas con fines especulativos [25]. En mayo de este año ha 
sido aprobada, en Mendoza, la Ley de Suelo y Ordenamiento Territorial, tras 17 años de 
modificaciones. Ahora queda elaborar el Plan Provincial de Ordenamiento Territorial y los 
planes municipales, que una vez aprobados pasarán a los organismos competentes para 
su implementación. 
Se produce una concentración de tierra y agua en pocas manos: en la provincia, el 90% de 
la superficie rural está en manos del 10% del total de explotaciones, según datos del último 
Censo Nacional Agropecuario. La tenencia y distribución de la tierra es un tema pendiente 
a la hora de concretar políticas. 
Son imprescindibles las reglamentaciones que favorezcan el uso eficiente del agua, la 
equidad en su entrega y la justicia social del sector. 
7.3. A nivel medioambiental 
La degradación de las tierras de la cuenca tiene su raíz en factores institucionales, 
económicos, legales… que se traducen en prácticas inadecuadas en el manejo de los 
suelos y aguas y en la sobreexplotación de los recursos, afectando la calidad de vida de las 
generaciones actuales y futuras. 
La salinización del agua subterránea y de los suelos es un tema alarmante en la zona este 
de la cuenca del río Mendoza [32]. Resulta prácticamente irreversible la tendencia de 
degradación del acuífero, lo que conducirá a la desertificación de importantes áreas. 
Existen en la zona, áreas en las que los parámetros salinos del agua del segundo nivel de 
acuífero no la hacen apta para el riego agrícola y en las que se ha comenzado a salinizar el 
tercer nivel. Los principales motivos de la salinización del agua subterránea son: 
• La sobreexplotación del acuífero es el principal motivo, ya que en la cuenca casi 
el 70% de la superficie cultivada se encuentra regada con agua subterránea, 
que los regantes utilizan o bien de forma exclusiva o como complemento cuando 
existen déficits en la dotación de agua superficial. La sobreexplotación viene 
motivada, en parte, por el principio de inherencia, ya que al no poder utilizar el 
agua más que para el terreno que tiene derecho de riego, las zonas sin derecho 
de agua superficial se nutren exclusivamente de agua subterránea, que además 
se subsidia a través de la tarifa eléctrica (costes de bombeo del agua 
subterránea). 
• La existencia de pozos rotos o en mal estado permite que pase agua del nivel 
freático hacia los niveles más profundos.  
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• El agua utilizada en las zonas altas es devuelta, vía desagües, con un alto 
contenido en sales a los tramos inferiores de la cuenca [34]. Las tierras ganadas 
al desierto que se habilitan en los piedemontes gracias al bombeo de los 
acuíferos, se incorporan al circuito agrícola a costa de las que se degradan 
aguas abajo. 
Uno de los principales problemas en Mendoza, como en gran parte de Argentina, es la 
desertificación [2] como consecuencia de la sobreexplotación que los grupos humanos 
hacen de las tierras secas y de sus recursos: las prácticas agrícolas inadecuadas, el 
sobrepastoreo, la deforestación, los procesos de urbanización, la expansión de la frontera 
agropecuaria, el mal uso del recurso hídrico que provoca la salinización de los suelos, o los 
procesos de empobrecimiento de la población, que generan miseria y migración. En la zona 
del desierto, en la cuenca baja del río Mendoza, no se reciben aportes hídricos 
superficiales, pues, como se ha visto con anterioridad, se utilizan íntegramente para el riego 
de la zona cultivada y el consumo de los asentamientos urbanos. En la siguiente foto puede 
observarse por dónde debería pasar el río Mendoza en la zona baja de su cuenca: 
 
La limpieza de los cauces de riego está a cargo de las Inspecciones de Cauce. La 
Inspección contrata a quién se encargue de la limpieza y se incluye en el presupuesto la 
partida específica o bien son los regantes los encargados de la limpieza de los metros que 
les corresponden, según el criterio de la Inspección. Pero a la hora de la verdad faltan 
recursos para realizar la limpieza de los canales [33]. Como puede observarse en la imagen 
siguiente, es necesario controlar el vertido de los residuos sólidos urbanos: 
7.1 Zona baja de la cuenca del río Mendoza, en el departamento de Lavalle. Fuente: 
Elaboración propia. 
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La construcción del dique Potrerillos, puesto en marcha el año 2.002, trajo consigo diversos 
problemas, algunos técnicos y sociales, como se verá posteriormente, y otros de carácter 
medioambiental como se detalla a continuación: 
• el efecto de ‘aguas claras’ [36]: las presas, al almacenar el agua durante algún 
tiempo, retienen la mayor parte de los materiales finos en suspensión del agua y 
con ellos gran parte de los nutrientes que contiene el agua. Con lo cual, las 
aguas claras disminuyen la fertilidad de los suelos, puesto que llegan a los 
cauces de riego muy empobrecidas, creando la necesidad en el productor de 
utilizar fertilizantes con el consiguiente riesgo de contaminación. 
• Las aguas claras son erosivas y percolan con facilidad [32]. Al ser el riego por 
manto el más utilizado en la provincia, en los casos en los que se riega en 
exceso, el lavado de los suelos es demasiado grande y provoca la elevación de 
los niveles freáticos y el avance la salinización en muchos suelos agrícolas. 
• La presa favorece el uso de mayores volúmenes de agua en la parte media de 
la cuenca, cosa que dificulta la llegada del caudal del río Mendoza aguas abajo 
del oasis, en el desierto de Lavalle. Esto provoca que no se garanticen [36] los 
caudales ecológicos que permitirían mantener funciones ecosistémicas mínimas 
7.2 Canal de riego de la cuenca del río Mendoza. Fuente: elaboración propia. 
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en esta zona de la cuenca, concretamente en las Lagunas de Guanacache6, 
para poder recuperar el buen estado ecológico del ecosistema hídrico.  
A mediados del siglo XIX y principios del XX [36], se expandió en la provincia la frontera 
agraria a favor del cultivo de vides, habilitando nuevos espacios para la actividad agrícola. 
Mientras en las zonas irrigadas por el río Mendoza los oasis se expandían, el desierto de la 
Lavalle, en la parte baja de la cuenca, era expoliado de sus recursos naturales: los bosques 
de algarrobos eran talados para la instalación de los viñedos y los caudales del río 
disminuían por el aprovechamiento intensivo que se realizaba aguas arriba. Sigue 
produciéndose un hecho similar: ahora la frontera agraria avanza hacia el piedemonte, en 
la zona alta de la cuenca, y son capitales extranjeros quienes practican una vitivinicultura 
intensiva orientada a la exportación, con tecnologías de riego modernas y abundantes 
recursos económicos. 
Estudios [11] realizados sobre los efectos del cambio climático en la cuenca del río 
Mendoza para el período 2.020-2.030, pronostican un aumento de la temperatura de 1,5°C 
y una disminución de la precipitación nívea de 105 mm, además de una disminución de la 
superficie de acumulación de nieve en el invierno. Se espera que el río Mendoza, a causa 
de estos factores, disminuya su caudal entre un 7% y un 13%. También aumentarían los 
caudales en primavera (octubre y noviembre) y disminuirían en verano (enero, febrero y 
marzo). 
Existe contaminación del agua por arsénico y otros metales en la zona baja de la cuenca, 
en localidades como Las Lagunitas, San Miguel de los Sauces, El Retiro… El origen del 
arsénico es natural y se debe a procesos geológicos. A pesar de que sus consecuencias 
para la salud son graves, no existen políticas destinadas a su tratamiento. 




 Las lagunas de Huanacache o Guanacache eran bañadas hasta mediados del siglo XX por los ríos Mendoza, 
San Juan y por los desagües del Bermejo, que al unirse en esta zona daban lugar a la formación de numerosas 
cuencas independientes entre sí o escasamente unidas por pequeños canales. Fueron declaradas sitio Ramsar 
en 1999, que implica que su agua, fauna y flora deben ser protegidas. 
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7.4. A nivel social 
En las zonas áridas [36], como Mendoza, el manejo de los recursos escasos, como es el 
agua y las tierras irrigadas, marca las relaciones de poder. La configuración de los 
territorios y de las sociedades se encuentra fuertemente ligada a la gestión del agua y 
cambios [37] en la disponibilidad de la misma (sean climáticos, de gestión…) implicarían 
cambios también en su sociedad. En Mendoza [36], no todos los grupos sociales están 
igualmente presentes en los procesos del sistema de administración del agua previstos por 
la política hídrica, grupos dominantes controlan la administración del recurso hídrico dando 
lugar a situaciones de inequidad social y territorial. La Ley de Aguas, del año 1884, fue 
promulgada por el Estado y la oligarquía local, en un momento en que los grupos indígenas 
huarpes habían sido desplazados hacia la zona baja de la cuenca, lejos de los oasis, 
beneficiando a los grandes propietarios de la época. Aún hoy esta ley sigue vigente y sigue 
marginando a los habitantes de la zona. 
La degradación de los suelos [36], de la que se hablaba en el apartado anterior, provoca 
que los pequeños productores de la zona baja de la cuenca, donde las condiciones 
socioeconómicas no son buenas, se vuelvan más vulnerables y tiendan a abandonar sus 
tierras, provocando un éxodo rural hacia la ciudad [41]. 
La destrucción de tejidos rurales y formas tradicionales de vida y de producción de 
alimentos generan la pérdida de soberanía alimentaria, que se basa en el derecho humano 
a la alimentación, en los derechos indígenas al territorio y en los derechos de los pueblos a 
producir alimentos para su subsistencia y para mercados locales y nacionales. 
Existe además una clara diferencia en dos situaciones [36] de riego distintas: los pequeños 
productores participan en Inspecciones de Cauce en las que los usuarios, bajo el paraguas 
del DGI, se organizan y acuerdan turnos de riego para el aprovechamiento del agua 
superficial, mientras a los grandes terratenientes y empresas no les afecta el complejo 
sistema de administración de agua superficial, ya que no dependen de ella por poder 
afrontar los costes del bombeo de agua subterránea sin problemas. 
Además, dentro de cada Inspección de Cauce existe la figura del Tomero, que es la 
persona encargada de distribuir el agua entre los regantes de la Inspección de Cauce. Los 
Tomeros son designados por los Inspectores de Cauce y en algunas inspecciones se les 
critica por no ser equitativos con el reparto de agua y por no respetar ellos mismos los 
turnos de riego. 
Existe una cobertura deficiente en la provisión de agua potable y saneamiento, 
especialmente en las áreas no rentables para los operadores. En algunas zonas el agua 
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potable llega con tanques municipales o de OSM, sin regularidad fija; en otros son los 
propios usuarios quienes tienen que ir buscar el agua a algunos kilómetros de distancia. Al 
final de la cuenca el agua potable que se consume es agua subterránea sin tratar, que se 
extrae directamente de los pozos, que como se ha visto en el apartado anterior tiene altas 
concentraciones de arsénico y otros metales. En San Miguel de los Sauces se construyó, 
en el año 2.007, una planta potabilizadora de agua del río San Juan (de la provincia vecina 
del mismo nombre) para abastecer de agua potable a las comunidades del desierto 
mendocino. Sin embargo meses después de su inauguración analizaron el agua tras pasar 
el tratamiento de la planta y los análisis pusieron de manifiesto que tenía altas 
concentraciones de metales como arsénico, boro y manganeso, muy graves para la salud. 
También el agua potable consumida en Godoy Cruz durante el último año tiene altas 
concentraciones de óxido de manganeso. 
Como se ha visto en el apartado anterior, la construcción [36] del embalse de Potrerillos 
también trajo consigo problemas sociales, ya que permite una mayor utilización de agua en 
la zona media de la cuenca, limitando la que llega a la zona baja, en el desierto de Lavalle. 
La mayoría de la población rural [25] en la zona del oasis, está formada por trabajadores 
sin tierra u obreros rurales. Los agricultores que no tienen tierras, se ven obligados a 
arrendarlas, pagando al propietario porcentajes de hasta el 50% de la producción. Los 
obreros rurales se ven obligados a trabajar en las tierras de los terratenientes y denuncian 
que el trabajo se realiza en condiciones precarias y con bajos salarios. Para conseguir el 
sustento necesario para las familias, éstas se ven obligadas a llevar a sus hijos a trabajar a 
las fincas, teniendo que dejar la escuela con el consiguiente riesgo de analfabetización que 
conlleva. 
7.5. A nivel económico 
A causa del modelo agroexportador expuesto, las comunidades campesinas e indígenas de 
la cuenca, como las de todo el país, vienen sufriendo desde hace años la pérdida de la 
capacidad de producir para el autoconsumo y generar excedentes. La ausencia de políticas 
favorables para el sector y la pérdida de tierra y agua frente a las grandes empresas y 
terratenientes, han provocado procesos de migración hacia las ciudades, donde pasan a 
engrosar las villas de emergencia de la periferia. 
Los sistemas productivos [37] de la cuenca son altamente sensibles a las modificaciones 
del clima y a la disponibilidad del agua, hecho que afecta a las comunidades que dependen 
de estos sistemas productivos.  
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El agua es cobrada por unidad de medida no hídrica: en el caso del agua superficial para 
riego es cobrada en función de las hectáreas del terreno, mientras que en el caso del agua 
subterránea se tiene en cuenta el diámetro del pozo y no la potencia de bombeo. En ambos 
casos, no se tiene en cuenta ni la calidad ni la cantidad del agua consumida  y por lo tanto 
no se fomenta el ahorro. Además en el caso del agua subterránea, los usuarios reciben 
ayudas en el pago de los costes de bombeo, a través de la tarifa eléctrica. Son, de nuevo, 
los usuarios de mayor poder económico, quienes se benefician de estas circunstancias, por 
no tener problemas para pagar los costes de bombeo. Tampoco las Inspecciones de Cauce 
incrementan sus beneficios, aunque mejoren su eficiencia. Y en el caso del agua 
superficial, la unidad de medida es la hectárea: las fincas de tamaño menor a una hectárea 
[1] están pagando una tarifa correspondiente a ese tamaño, con lo cual están pagando una 
tarifa por volumen mayor. 
También los usuarios pagan por el agua potable [34] un canon fijo sin tener en cuenta la 
cantidad ni calidad del agua consumida, hecho que tampoco favorece el ahorro de agua 
potable. 
En cuanto a las obras hídricas [1], en Mendoza la ley 4.416 (Ley provincial de Obras 
Públicas) sólo se preocupa de la fase de ejecución de la obra, sin tener en cuenta las fases 
de operación y mantenimiento. La consecuencia es la pobre calidad de muchas de las 
infraestructuras hídricas. Como los canales están a cargo del DGI y de las Inspecciones de 
Cauce, las únicas obras hídricas que se concesionan en Mendoza son los embalses que 
generan hidroelectricidad, actividad con la que las empresas obtienen beneficios. Estas 
empresas mantienen los diques pero quedan sujetas a las órdenes del DGI. 
Además el DGI puede autorizar a una Inspección de Cauce a ejecutar una obra de agua 
para riego, que reembolsarían sus regantes, sin subsidios. Así las obras pequeñas las 
pagan los usuarios mientras las grandes, como el embalse de Potrerillos, las paga la 
provincia. En caso que la Inspección decida solicitar un crédito para hacer la obra, el DGI 
es quien lo avala (ante el BID, BM…).  
Existen también obras ejecutadas con fondos del Fondo Permanente del DGI [33]: 
mediante cantidades cobradas a todos los regantes se realizan obras de infraestructura, 
recambio de compuertas… 
A principios de agosto de 2009 (Diario Los Andes, 4 agosto 2.009) OSM ha sido intervenida 
 por el gobierno provincial ante la falta de inversiones realizadas, el aumento de quejas por 
parte de los usuarios que han alcanzado las 6.000 diarias (por cortes en el suministro de 
agua potable, baja presión, no cumplimiento de los parámetros de calidad…), 
contaminación hídrica en el servicio (presencia de manganeso en el agua consumida en 
Godoy Cruz, y concentraciones no permitidas de mercurio e hipoclorito de sodio), falta de 
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control de la calidad de los efluentes cloacales, etc. El Ministerio de Infraestructura de la 
provincia debe asumir las obras no ejecutadas por OSM (Diario Los Andes, 21 agosto 
2.009), que cifran en 430 millones de pesos argentinos y prevén cubrir, en parte, con 
fondos provenientes del ENOHSA y del presupuesto provincial. La intervención implica para 
los usuarios un aumento de tarifas a partir del 1 de octubre de un 36,5%. 
7.6. A nivel técnico 
La construcción del dique Potrerillos [36], trajo consigo una serie de consecuencias que no 
habían sido previstas ni técnica ni económicamente. Por ejemplo, la necesidad de revestir 
canales para evitar los impactos negativos del llamado ‘efecto de aguas claras’, explicado 
con anterioridad, que se manifiestan en mayores infiltraciones en la red de distribución. 
Asimismo, la necesidad de reconvertir las técnicas de riego dentro de las fincas para evitar 
la pérdida de materiales finos de los suelos. Esto es un problema para los pequeños 
productores que no pueden reconvertir su tecnología de riego tradicional a sistemas más 
modernos como el riego por goteo o la aspersión.  
En el oasis, el mayor demandante de agua es el uso agrícola, la eficiencia del cual varía 
entre el 24% y el 34% según la zona [23]. Esta baja eficiencia se produce en todas las 
etapas del riego y sus principales motivos son [33]: 
• En la etapa de conducción: baja impermeabilización de las redes de riego. 
• Distribución: malas condiciones de las compuertas de derivación. 
• Aplicación: sistemas de riego dentro de la finca con altas pérdidas. No se 
aplican nuevas tecnologías por falta de financiamiento. 
Además de la baja eficiencia, también existen bajas garantías de servicios [23] y déficits de 
abastecimiento importantes, sobretodo en primavera, los caudales se entregan en función 
de la disponibilidad y superficie empadronada sin tener en cuenta la necesidad de agua de 
los cultivos y el área que estos ocupan. Aunque el dique Potrerillos puede mejorar la 
situación, cualquier disminución en el caudal del río Mendoza compromete [37] las 
garantías de entrega de las dotaciones asignadas a los regantes y aquellos que no poseen 
derechos definitivos sufren con mayor dureza los efectos de la escasez. 
Todos estos motivos, entre otros, motivan la sobreexplotación de los acuíferos mediante el 
bombeo de agua subterránea para compensar, o suplir, en algunos casos la falta de agua 
superficial. 
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Los controles de la calidad del agua no son suficientes, puesto que algunas Inspecciones 
de Cauce no los realizan [33]. En consecuencia, algunas zonas reciben agua de riego de 
mala calidad, como ocurre con el agua potable. 
En cuanto a búsqueda de datos se refiere es fácil encontrar información sobre las zonas 
urbanas (a través del INDEC…), pero no sobre las rurales, menos todavía si éstas son 
zonas de escasos recursos, factores que normalmente van unidos. Los datos existentes 
relativos a zonas rurales acostumbran a provenir de fuentes como ONG’s u otros 
organismos no dependientes del gobierno. Hay que sumar a esto, el hecho que en el último 
año la población argentina ha puesto en duda la veracidad de algunos de los datos que el 
INDEC publica. 
Estudios [3] sobre la evaluación de la disponibilidad de agua en el área no irrigada del 
departamento de Lavalle, en la zona baja de la cuenca, mediante la aplicación del Índice de 
Pobreza Hídrica7, indican una muy severa condición de escasez hídrica, teniendo en cuenta 
que el valor obtenido es de 15,6 y valores por debajo de 35 implican esta clasificación. 
Mientras, la zona alta de la cuenca presenta una oferta hídrica ventajosa respecto el resto 
de la cuenca [21]. 




 El Índice de Pobreza Hídrica refleja la pobreza en cuanto al acceso y uso del recurso agua. Incluye cinco 
parámetros: disponibilidad (cantidad del agua tanto superficial como subterránea de la que se puede disponer 
por habitante y tiene también en cuenta aspectos de calidad), acceso (tiempo y distancia necesarios para poder 
disponer de una cantidad suficiente de agua segura para el consumo humano, examina también si hay una 
cantidad suficiente para la agricultura y la industria), capacidad (examina la eficacia con la que la comunidad 
puede gestionar los recursos hídricos y, entre otros, tiene también en cuenta las enfermedades asociadas al 
agua y la mortalidad infantil), uso (analiza qué cantidades se necesitan para el uso doméstico, agricultura, 
ganadería e industria) y medio ambiente (valoriza la sostenibilidad ecológica y se refiere a la calidad del agua 
potable, agua superficial y agua subterránea, así como a la erosión de la tierra). 
. 
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8. Alternativa al modelo de gestión 
Con lo visto en el apartado anterior se puede concluir que para lograr una gestión 
integrada8 del recurso hídrico en Mendoza es necesario encontrar alternativas que incidan 
en cada una de las dimensiones tratadas. Un cambio en la parte técnica, por ejemplo, no 
sería sostenible en el tiempo si a nivel institucional y legal no se producen cambios que 
garanticen la continuidad de las soluciones.  
Para que se produzca una gestión integrada, es necesario que exista un contexto y unos 
instrumentos de gestión adecuados y aplicables a la cuenca del río Mendoza. 
Se realiza también el estudio de las posibilidades de revestimiento en un pequeño tramo 
del Canal Cacique Guaymallén. 
8.1. Contexto adecuado 
8.1.1. Políticas de uso y gestión de los recursos hídricos 
Debe ser el gobierno provincial quien dicte las políticas de uso y gestión de los recursos 
hídricos y quien a través de ellas delimite las implicaciones de cada una de las instituciones 
que tienen relación con el agua. No debe corresponder al DGI dictar las políticas, puesto 
que sólo es una de las partes que intervienen en los recursos hídricos y no dispone de la 
información relativa a todos los usos. 
Las políticas deben abordar temas como: 
• La evaluación de los distintos valores asociados al agua (sociales, 
medioambientales…). 




 Por gestión integrada se entiende aquella que es capaz de incorporar los diversos usos y funciones de los 
ríos, así como de las distintas fuentes de agua en el ámbito de la región natural que constituye la cuenca 
hidrográfica. Pretende garantizar caudales de calidad para el abastecimiento humano; preservar hábitats, 
biodiversidad y valores paisajísticos; preservar funciones de autodepuración y regulación natural; ofrecer 
caudales y garantía de riego en la agricultura; abastecer demandas industriales y atender otras muchas 
funciones y utilidades. 
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• Clarificar el rol de cada una de las partes que tienen relación con el agua, 
también el del propio gobierno. 
• La consideración de aspectos ambientales y de sostenibilidad en el diseño, 
construcción, operación y gestión de los proyectos hídricos. 
• La evaluación del impacto social del desarrollo de los recursos hídricos. El 
hecho de considerar el agua como un bien social, significa diseñar políticas para 
asignar recursos donde ofrezcan el mayor valor a la sociedad, empezando con 
la satisfacción de las necesidades básicas.  
• La introducción de mecanismos para particularizar, evaluar y conservar los 
recursos hídricos. 
• La protección y restablecimiento de la calidad de las aguas subterráneas y 
superficiales. 
• El suministro de datos accesibles, precisos y actualizados sobre los recursos y 
necesidades hídricas. 
• La vinculación de las políticas hídricas con otras políticas medioambientales y 
con políticas sociales y económicas. También con el uso del suelo y la 
agricultura. Garantizar herramientas para coordinarlas. 
• La estimación de los costos de políticas y la identificación de formas de 
financiación. 
• Involucrar a las distintas partes en el diálogo sobre políticas, reconociendo los 
conflictos potenciales y la necesidad de herramientas para la resolución de 
conflictos. 
• Fijar políticas únicas de recursos hídricos superficiales y subterráneos, para 
poder tener una visión general de la situación y poder hacer una buena 
planificación. También deben llevarse a cabo políticas que traten de forma 
conjunta la cantidad y la calidad de las aguas, ya que cada uso requiere unas 
determinadas condiciones de calidad del agua. 
• Integrar las políticas destinadas a controlar la demanda con las destinadas a 
aumentar la oferta: fomentar un consumo de agua racional y eficiente, el 
necesario para cada uso, en lugar de construir grandes infraestructuras para 
abastecer aprovechamientos ineficientes. 
• Compatibilizar y establecer prioridades entre las distintas categorías del agua 
[6]: 
o Agua-vida: funciones básicas de supervivencia, tanto de los seres 
humanos como del resto de seres vivos de la naturaleza. Esta categoría 
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debería priorizarse de forma que se garantice el sustento de los 
ecosistemas y el acceso a cuotas básicas de agua de calidad, como 
derecho humano. 
o Agua-ciudadanía: funciones de salud y cohesión social, como las que 
ofrecen los servicios de abastecimiento de agua y saneamiento. Debería 
situarse en un segundo nivel de prioridad, en relación con los derechos 
sociales de ciudadanía. 
o Agua-economía: funciones productivas legítimas en relación con el 
derecho de cada persona a mejorar su nivel de vida. Debería 
reconocerse un tercer nivel de prioridad, siendo injustificable éticamente 
que estos usos cuestionen derechos y funciones de las categorías 
anteriores. 
o Agua-delito: para negocios ilegítimos, en usos productivos que al 
margen de la ley impongan extracciones excesivas en acuíferos y ríos, 
vertidos contaminantes… 
8.1.2. Marco legal 
Es necesaria una reforma de la Ley General de Aguas, que cumpla los siguientes 
aspectos: 
• Establecer las funciones de cada una de las partes que, en la actualidad, tienen 
relación con los recursos hídricos, tanto instituciones como usuarios, para evitar 
superposiciones o vacíos de poderes que en la actualidad se producen. Regular 
las funciones de una nueva, y única, Autoridad de Aguas, que coordine al resto. 
• Garantizar el cumplimiento del derecho al agua, reconocido en la Constitución 
argentina, asegurando el acceso a cuotas básicas de agua de calidad para una 
vida digna. Según la OMS sería necesario poder disponer de 50 litros por 
persona y día para garantizar el consumo humano [40]. 
• Regularizar la situación de los campesinos e indígenas de las zonas de secano 
y su acceso a los recursos hídricos, así como al resto de servicios básicos. 
• Ordenar y reagrupar las leyes que en la actualidad tratan un mismo tema, como 
ocurre en el caso de los efluentes cloacales vertidos a los cauces [1]. Así como 
eliminar aquellas que han quedado obsoletas por su antigüedad o han sido 
modificadas. 
• Clarificar en la normativa la separación entre los distintos usos del agua, ya que 
en la actualidad la distinción entre agua de riego y el agua para otros usos es 
difusa, tanto a nivel de gestión como de información accesible.  
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• Establecer la actualización periódica del padrón de usuarios y derechos de agua 
para riego, de forma que pueda redistribuirse el agua que no se está utilizando y 
poder entregar nuevos derechos, especialmente en la zona baja de la cuenca 
para que la distribución de derechos de agua superficial sea equitativa. 
• Incentivar la eficiencia del agua de riego entre los regantes, cosa que en la 
actualidad no permite el principio de inherencia. En el caso de España, el agua 
también había estado siempre vinculada a la tierra, hasta el año 1.999 en el que 
se modificó la Ley de Aguas permitiendo que un regante pudiera asignar toda o 
parte del agua correspondiente a una parcela a otra de su propiedad localizada 
en el área de regadío. Lo que se considera una modalidad menos rígida e 
inflexible de adscripción del agua a la tierra. 
8.1.3. Marco Institucional 
Sin instituciones apropiadas las políticas no funcionarán y viceversa. Y sin un conjunto de 
políticas e instituciones que funcionen, el manejo de herramientas de gestión de recursos 
hídricos es irrelevante. Es necesaria también transparencia por parte de las instituciones, 
participación de la ciudadanía y coordinación entre todas las partes implicadas. 
Dado que las instituciones que tratan el tema del agua en Mendoza son muchas la función 
reguladora del Estado es imprescindible para equilibrar los intereses sectoriales y asegurar 
el bien común. Es necesaria la creación de una única Autoridad de Aguas en Mendoza con 
la misión de ejercer el poder regulador y conceder agua para los distintos usos.  
Las funciones mínimas de esta Autoridad de Aguas serían: 
• Elaboración de estrategias, supervisión y ejecución de un nuevo Plan Hídrico 
Provincial y de los planes de cuenca. 
• Coordinación con planes sectoriales o de ámbito nacional que afecten a la 
planificación hidrológica. 
• Estudio e investigación del recurso hídrico en los aspectos cuantitativos y 
cualitativos y de toda aquella información que permita un mejor conocimiento de 
los recursos y del estado de las infraestructuras en cada una de las cuencas de 
la provincia. 
• Prevención y control de contaminación del recurso. 
• Determinación del balance hídrico correspondiente a cada cuenca. 
• Asignación de derechos de uso y control de registros públicos. 
• Regulación, control y fijación de prioridades de los distintos usos (riego, uso 
doméstico, industrial…). 
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• Planificación, diseño, supervisión y control de obras de infraestructura. 
• Planificación, obtención, distribución y control de las fuentes de financiación del 
sistema. 
• Diseño, comunicación y difusión de la cultura del agua. 
• Defensa de los intereses de los usuarios. 
• Coordinación entre todas las partes que tengan relación con los recursos 
hídricos: usuarios, instituciones de investigación… 
• Control de los operadores de servicios de agua, saneamiento, Subdelegaciones, 
Inspecciones de  Cauce, etc. 
El propio DGI en su Plan Hídrico Provincial propone una única Autoridad de Aguas [22]. 
Pero su propuesta es la de cambiar el nombre al DGI por el de Departamento General de 
Aguas, porque ya realiza más funciones de las que le correspondían en un principio, y en la 
propuesta ni siquiera hace referencia al resto de instituciones implicadas.  
En el nuevo modelo propuesto el DGI debe tener exclusivamente competencia en agua 
para irrigación y se encargaría de coordinar a las distintas Subdelegaciones, que ejercen la 
administración de cada cuenca en particular. Deben fortalecerse tanto las Subdelegaciones 
como las Inspecciones de Cauce con recursos económicos, humanos, capacitaciones… 
Deberían eliminarse las Unidades de Manejo y las Asociaciones de Cauce, puesto que sus 
funciones se superponen con las de las Inspecciones de Cauce. 
El EPAS y el EPRE continuarían coordinando a los operadores de los servicios de agua 
potable y cloacas y del servicio eléctrico, respectivamente. 
En cuanto a OSM, la experiencia ha demostrado que sólo ha trabajado en los lugares que 
le han resultado rentables, dejando las zonas rurales y las urbanas de menores recursos a 
cargo del gobierno o de pequeñas cooperativas. No ha realizado las mínimas inversiones, 
ni siquiera en las zonas rentables y la provincia tiene que hacerse cargo, en la actualidad, 
de las obras no ejecutadas y de pagar las deudas ante el BID [44]. En cambio, es 
importante destacar que en la provincia existen 172 operadores de gestión comunitaria 
(uniones vecinales, cooperativas…) que empezaron a funcionar en los años 60 y que han 
ido aumentado el número de conexiones hasta alcanzar, aproximadamente, las 10.000 
conexiones domiciliarias. Es una experiencia a tener en cuenta ya que resulta muy positiva. 
Todos los grupos sociales deben estar representados en los procesos del sistema de 
administración del agua de Mendoza, para evitar que estos espacios sigan siendo 
controlados por grupos dominantes y se mantengan las situaciones de inequidad social y 
territorial que se dan en la actualidad. Es necesario tener en cuenta que en las zonas 
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áridas, como Mendoza, el uso de los recursos escasos, agua y tierras irrigadas en este 
caso, marca las relaciones de poder. 
8.1.4. Marco económico 
Son necesarios recursos financieros que garanticen: 
• Una gestión completa de recursos, conservación y protección de recursos 
hídricos.  
• Servicio de entrega de agua potable, irrigación y tratamiento de aguas 
residuales. 
• Inversiones para equilibrar el suministro y la demanda en términos tanto de 
espacio como de tiempo.  
• Bienes públicos tales como la protección de la gente contra inundaciones, 
sequías… 
La disponibilidad de fondos para el agua depende sobretodo de las prioridades y políticas 
de desarrollo y de los marcos legales e institucionales, Deben adaptarse estas políticas a 
las realidades de los recursos hídricos. 
Los organismos públicos deben garantizar la financiación de las inversiones para asegurar 
el derecho al agua para todos. 
8.2. Instrumentos de Gestión 
8.2.1. Evaluación de los recursos hídricos 
Para una buena planificación de los recursos es imprescindible disponer de un panorama 
general y real de la cuenca de estudio. Es necesario conocer tanto la cantidad como la 
calidad del agua superficial y subterránea. Para ello es necesario conocer el balance hídrico 
de cada una de las cuencas, y disponer de la información de forma periódica, con suficiente 
frecuencia para que la evaluación llegue a conclusiones válidas. 
En la gestión integrada de recursos hídricos, además de los datos hidrológicos se recogen 
también los factores sociales y económicos para lograr así que la planificación vaya más 
allá de proveer las bases para el abastecimiento de la infraestructura para satisfacer las 
necesidades previstas.  Deben introducirse herramientas como: 
• La evaluación de la demanda, que examina en base a los recursos físicos la 
demanda por el agua (a un precio establecido), ayudando así a determinar los 
recursos financieros disponibles para la gestión de los recursos hídricos. 
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• La evaluación del impacto ambiental (EIA) que recolecta datos acerca de las 
implicaciones sociales y ambientales de los programas y proyectos de 
desarrollo. 
• La evaluación del impacto social, que examina como las estructuras 
institucionales y sociales afectan el uso y la gestión del agua, o como un 
proyecto específico puede afectar las estructuras sociales.  
• Evaluación del riesgo, que examina la posibilidad de eventos extremos como 
inundaciones y sequías y la vulnerabilidad de la sociedad debido a ellos.  
Es necesario tener en cuenta los estudios realizados sobre los efectos del cambio climático 
en la cuenca del río Mendoza para el período 2.020-2.030 [11] que pronostican una 
disminución del caudal de entre un 7% y un 13% y una variación en la estacionalidad: 
aumentarían los caudales en primavera (octubre y noviembre) y disminuirían en verano 
(enero, febrero y marzo). 
En cuanto al agua potable y el saneamiento es imprescindible aumentar la cobertura en las 
zonas en las que actualmente presentan deficiencias, normalmente asociadas a zonas 
rurales [3] o urbanas de bajos recursos, que hasta ahora no han resultado rentables para 
los operadores. Pero no es sólo un problema de cantidad, sino también de calidad, ya que 
en la zona baja de la cuenca el agua para uso doméstico es generalmente agua 
subterránea sin tratar. Precisamente en esta zona debe estudiarse la contaminación 
existente del agua por arsénico y otros metales y buscar soluciones para su tratamiento, ya 
que sus consecuencias son graves para la salud. Pueden considerarse las soluciones, 
adecuadas para la zona de estudio, de [13].  
Otra problemática a tener en cuenta es la salinización del agua subterránea y de los suelos, 
principalmente en la zona este de la cuenca del río Mendoza. Es necesario evitar las 
siguientes situaciones que en la actualidad se producen: 
• Sobreexplotación del acuífero. 
• Existencia de pozos rotos o en mal estado. 
• Que el agua utilizada en las zonas altas de la cuenca sea devuelta con un alto 
contenido en sales a los tramos inferiores de la cuenca [34]. 
Existen estudios para desarrollar modelos que permitan controlar la salinización de los 
acuíferos [32]. 
Para combatir la desertificación es necesario detener la sobreexplotación que los grupos 
humanos hacen de las tierras secas y de sus recursos: las prácticas agrícolas 
inadecuadas, el pastoreo intensivo que no permite la renovación de los pastos del lugar, la 
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deforestación, los procesos de urbanización, la expansión de la frontera agropecuaria, el 
mal manejo del recurso hídrico que provoca la salinización de los suelos, o los procesos de 
empobrecimiento de la población, que generan miseria y migración. Mendoza cuenta con 
gran cantidad de estudios sobre desertificación en la zona. 
Además de los déficits de abastecimiento también es necesario combatir las bajas 
garantías en el suministro, tanto de agua potable como de agua para riego. Y combatir así 
uno de los motivos por los que se sobreexplotan los acuíferos mediante el bombeo de agua 
subterránea para compensar o suplir la falta de agua superficial. 
También se debe controlar el vertido de residuos sólidos urbanos a los cauces de riego, ya 
que la limpieza de los cauces, corre a cargo de las Inspecciones de Cauce y  no siempre se 
realiza, bien por falta de recursos o por falta de voluntad. Y deben realizarse controles de 
calidad periódicos de las aguas destinadas a consumo humano y riego, principalmente. 
8.2.2. Proceso de planificación 
El proceso de planificación adquiere un papel muy importante para alcanzar las metas de la 
gestión integrada de los recursos hídricos. Es primordial establecer las prioridades y 
acciones que deben llevarse a cabo. Y debe tener en cuenta no sólo las opciones de 
desarrollo dentro del sector hídrico, sino también las interacciones con otros sectores. 
La responsabilidad del proceso de planificación recae sobre la Autoridad de Aguas y debe 
tener en cuenta al resto de partes involucradas. Es imprescindible que todos los grupos 
participen en la planificación, no sólo los usuarios del agua de riego, para lograr una buena 
coordinación entre los distintos usos.  
Deben revisarse y modificarse el Plan Hídrico Provincial y el Plan Director del río Mendoza, 
por ser muy poco realista teniendo en cuenta la situación actual del agua en Mendoza. 
Es necesario también hacer una evaluación de los posibles riesgos relacionados con el 
agua, naturales o inducidos por las actividades humanas (escasez de recursos, calidad del 
agua, sequía o inundaciones, salud pública y cambio de ecosistemas). Los riesgos 
potenciales incluyen no sólo los efectos físicos sobre los recursos hídricos y los 
ecosistemas relacionados, también incluyen cualquier impacto social y económico 
perjudicial. Así, son necesarias las evaluaciones ambientales, sociales y económicas. 
Además los sistemas productivos de la cuenca son altamente sensibles a las 
modificaciones del clima y a la disponibilidad del agua, hecho que afecta a las comunidades 
que dependen de estos sistemas productivos [37].  
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8.2.3. Gestión de la demanda 
La gestión de la demanda refleja un cambio en la gestión de los recursos hídricos: desde el 
desarrollo tradicional de la oferta (construcción de la infraestructura física para aumentar la 
captación de agua) hasta una mayor eficiencia en el uso, conservación, reciclaje y 
reutilización del agua. Esta nueva visión estudia los cambios en la demanda y la forma 
cómo se utiliza el agua para utilizar un uso más eficiente y rentable de la misma. 
Las medidas que fomentan la gestión de la demanda, pueden resumirse en: 
• Mejora de canalizaciones. 
• Modernización de los regadíos. 
• Promover el uso racional del agua. 
• Reutilizar el agua. 
• Depurar las aguas grises. 
• Distintos precios según distintos usos. 
• Que el precio del agua incluya los tratamientos de su ciclo. 
En el caso de la cuenca del río Mendoza la impermeabilización de canales es necesaria por 
varios motivos. En primer lugar para evitar los impactos negativos del ‘efecto de aguas 
claras’ provocado por la construcción del dique Potrerillos y que implica mayores 
infiltraciones en la red de distribución. En segundo lugar porque, teniendo en cuenta que el 
mayor demandante de agua en la cuenca del río Mendoza es el uso agrícola, la eficiencia 
del sistema de riego varía entre el 24% y el 34%, como ya se ha visto con anterioridad. En 
el apartado posterior se estudian las posibilidades técnicas del revestimiento de canales. 
Puede considerarse la propuesta planteada en [46] para el abastecimiento hídrico del tramo 
inferior y humedales asociados al río Mendoza, mediante la conducción de agua a través 
del sistema Canal Cacique Guaymallén y Canal Auxiliar Tulumaya. 
La modernización del riego para los pequeños productores es un problema por falta de 
financiación. La adopción de nuevas técnicas, normalmente, implica la inversión de grandes 
cantidades de capital.  
8.2.4. Gestión participativa 
Es necesario abrir la gestión de aguas a toda la sociedad. Pasar de una gestión en la que 
sólo tienen la palabra algunas de las partes implicadas (autoridades, técnicos, grandes 
usuarios, etc.) a otra en la que se toma conciencia del carácter público de la misma, 
incorporando en la planificación a consumidores de los diversos usos, organizaciones de la 
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sociedad civil, no gubernamentales… cualquier persona implicada e interesada. Pero esta 
participación debe implementarse desde el inicio del proceso de planificación y no tan sólo 
al final como se ha venido haciendo hasta la actualidad, en la fase de información pública. 
Para que esa participación sea real es básica la educación y la concienciación sobre los 
recursos hídricos, bien sea a través de la introducción de la temática hídrica en los 
programas educativos, seminarios, campañas sobre agua… Y también que los canales de 
información y comunicación entre las distintas partes sean suficientes y adecuados. 
En el caso del agua superficial para riego y las Inspecciones de Cauce, debe fomentarse la 
participación en las asambleas, puesto que en el caso concreto de la cuenca del río 
Mendoza, ésta es inferior al 20% [33]. Para ello es imprescindible que cambie el actual 
sistema de toma de decisiones en las Inspecciones para evitar que los usuarios con más 
hectáreas empadronadas con derecho a riego tengan más peso que los pequeños usuarios 
y que con, aproximadamente, un 25% de los votos se puedan tomar las decisiones. 
8.2.5. Resolución de conflictos 
Los procedimientos para construir consensos y manejar conflictos son elementos centrales 
para el éxito en la gestión integrada de recursos hídricos. Los conflictos pueden ocurrir por 
muchas razones: interdependencia de personas y responsabilidades, solapamiento o vacío 
de competencias, competencia entre distintos usos por recursos escasos… La gestión del 
conflicto se refiere al uso de herramientas para anticipar, prevenir y reaccionar ante los 
conflictos.  
En la cuenca del río Mendoza los principales conflictos surgen por el solapamiento o vacío 
de competencias entre distintas instituciones implicadas en la gestión del agua, por 
competencias entre los distintos usos, por no respetar los turnos de riego dentro de las 
Inspecciones de Cauce… 
La construcción de la presa Potrerillos y la expansión de la vitivinicultura intensiva en el 
piedemonte, por ejemplo, favorecen el uso de mayores volúmenes de agua en las partes 
media y alta, respectivamente, de la cuenca, provocando en la zona baja, deficiencias en el 
abastecimiento y deterioro de la calidad. Esto provoca la destrucción de tejidos rurales y 
formas tradicionales de vida y de producción de alimentos que generan la pérdida de 
soberanía alimentaria, que se basa en el derecho humano a la alimentación, en los 
derechos indígenas al territorio y en los derechos de los pueblos a producir alimentos para 
su subsistencia y para mercados locales y nacionales. 
La degradación de los suelos y la falta de agua de calidad provocan [36], en la zona baja de 
la cuenca donde las condiciones socioeconómicas no son buenas, que los pequeños 
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productores se vuelvan más vulnerables y tiendan a abandonar sus tierras, provocando un 
éxodo rural hacia la ciudad [41]. 
8.2.6. Instrumentos económicos 
La fijación de precios para el agua es una herramienta cada vez más común aplicada para 
recuperar costes, para incentivar a los usuarios a un uso más responsable y para proteger 
el medio ambiente. Además con la recuperación de costes se pretende que la política de 
aguas sea más sostenible, mediante la amortización de las infraestructuras 
correspondientes y los costes ambientales provocados por contaminar. 
Es necesario establecer mecanismos para proteger contra las altas tarifas a las personas 
de más escasos recursos, a la vez que se evite el subsidio a quienes estén en una mejor 
posición.  
En Mendoza el agua, tanto para consumo humano como para riego, es cobrada por unidad 
de medida no hídrica, sin tener en cuenta ni la cantidad ni la calidad del agua consumida. 
Sería imprescindible un cobro volumétrico que fomente el ahorro de agua. 
Existe un estudio [9] que examina el cambio en las cantidades demandadas de agua 
subterránea por parte de los productores, ante un cambio en el coste de extracción.  Y 
afirma que un aumento de la tarifa eléctrica del 10% (considerando constantes la eficiencia 
de la bomba y la altura de bombeo, que son los otros componentes del coste) o un 
aumento en el coste de extracción del 10% originado en el cobro volumétrico, ocasionaría 
una disminución en la cantidad de agua bombeada del 12,8% para el caso de 
explotaciones con derecho a riego y de entre el 5,7% y 7,0% en el caso de fincas sin 
derecho a riego. 
8.2.7. Gestión e intercambio de la información 
Es necesaria una información sin errores y actualizada que facilite la toma de decisiones en 
la gestión de los recursos hídricos. Esta información debe ser accesible para todas las 
partes que interactúan en la planificación, durante la duración de todo el proceso, no al final 
de éste y sólo con carácter informativo. Es básico el acceso a la información para llegar a 
una formación de conciencia en el uso racional y sostenible de los recursos hídricos y llegar 
así a una gestión participativa. 
En la actualidad, en la cuenca del río Mendoza, es difícil encontrar información sobre la 
zona baja de la cuenca y normalmente ésta proviene de fuentes como ONG’s u otros 
organismos no dependientes del gobierno. 
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8.3. Posibilidades técnicas del revestimiento de canales 
No se ha tenido acceso a la información referente a la sección transversal de los canales 
en sus distintos tramos, que hubiese permitido realizar un estudio sobre su revestimiento. 
Para tener una idea del coste que podría suponer revestir estos canales se realiza el 
estudio en una pequeñísima parte del sistema. Se trata de un tramo del canal Cacique 
Guaymallén, del cual se conoce, a través de [20] su sección y longitud.   
Según este estudio, el canal Cacique Guaymallén tiene un tramo no revestido, de 5 km de 
longitud, entre el dique Algarrobal y el tramo en el que nacen los canales Jocolí y Auxiliar 
Tulumaya9 que tiene una sección transversal rectangular de aproximadamente 25 m de 
ancho por 10 m de altura, con marcas de agua a 4 o 5 m de altura.  
Es necesario recordar que el canal sirve como colector aluvial y como cauce riego. Y este 
tramo concretamente concentra [5] todos los aluviones, residuos y efluentes del Gran 
Mendoza, provocando desbordamientos e inundaciones. Por ello se revestirá toda la altura 
del canal para evitar posibles roturas en caso de desbordamiento y se revestirá también 1 
m a cada uno de los laterales del canal. Así las dimensiones de la sección transversal del 
canal son: 




 En el Anexo C (Caracterización general de la cuenca del río Mendoza) puede encontrarse un plano de la red 
de distribución del río, en el que podrá situarse el tramo. 




Para calcular el volumen de material de revestimiento utilizado, para un determinado 
espesor e (en función del material) calcularemos primero la cantidad de material utilizada 
por cada metro lineal de canal según la sección definida: 
1 m * e m * 2 + 25 m * e m + 10 m * e m * 2 = 47 * e m2    (Ec. 8.1) 
Y teniendo en cuenta que el tramo a revestir tiene una longitud de 5 km, el volumen de 
material de revestimiento utilizado en función del espesor será: 
Volumen revestimiento = 47 * e * 5.000 = 235.000 * e m3    (Ec. 8.2) 
Las posibilidades para el material de revestimiento serían: hormigón, revestimiento  
bituminoso o de aglomerado asfáltico, con suelo-cemento, de tierra mejorada, con 
membranas asfálticas y con membranas plásticas, según [30]. El espesor del revestimiento 
a utilizar varía en cada uno de ellos. Para tener una idea aproximada del coste del 
revestimiento de este tramo de canal se estudiará la utilización de cada una de las 
posibilidades, sin tener en cuenta otras obras necesarias (por falta de datos) como la 
limpieza del canal y los márgenes, la construcción o mejora de un camino de servicio para 
el mantenimiento del canal… 
Figura 8.1: Sección transversal del tramo de estudio del canal Cacique Guaymallén. Fuente: 
Elaboración propia en base a [20] 
25 m 
1 m 1 m 
10 m 
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8.3.1. Revestimiento de hormigón 
El hormigón es un material muy utilizado para la realización de revestimientos en canales. 
Su impermeabilidad es muy buena así que se lograría aumentar la eficiencia de conducción 
y se reducirían las pérdidas existentes en la actualidad. Se trata de un material muy 
resistente ante la acción erosiva del agua y ante la acción de substancias químicas 
presentes en el suelo o en el agua de riego. 
Es necesario impedir que el hormigón se agriete a causa de esfuerzos térmicos y de 
movimientos del terreno. Para ello es necesario construir unas juntas adecuadas, 
debidamente impermeabilizadas, para que los movimientos del revestimiento se produzcan 
en estas juntas y evitar así las grietas en el hormigón y las pérdidas por infiltración en las 
juntas. 
Es una alternativa totalmente viable desde el punto de vista logístico y técnico, ya que el 
hormigón es un material utilizado normalmente en el sector de la construcción en la zona. 
Es además el material empleado en el revestimiento del tramo anterior del canal Cacique 
Guaymallén (entre el dique Carrodilla y el dique Algarrobal) [5]. 
El espesor normalmente utilizado para revestimientos de hormigón está entre los 8 y los 15 
cm, por lo que se opta, en este caso, por un espesor de 10 cm (e = 0,10 m). 
Y para analizar el coste económico de esta alternativa, es necesario tener en cuenta el 
coste del m3 de hormigón, que es de, aproximadamente, 380,3 $ (incluye el transporte, 
colocación, ejecución de juntas y acabados superficiales…). 
El inconveniente en el uso del hormigón radica en el hecho que es un material caro y más 
teniendo en cuenta la cantidad de canales sin revestir existentes en la provincia. 
8.3.2. Revestimiento bituminoso o de aglomerado asfáltico 
Esta alternativa consistiría en revestir con una fina capa de mezcla bituminosa en caliente 
la infraestructura del canal. Se utilizan normalmente espesores de entre 2,5 y 8 cm, así que 
se opta por un espesor de 5 cm (e = 0,05 m). Pueden hacerse con una capa o dos 
superpuestas, aunque en este caso el espesor de cada una de ellas no debe ser superior a 
los 6 cm como máximo para conseguir una buena compactación. 
Los problemas técnicos que plantea la capa bituminosa son varios, el principal es que la 
capa es muy fina y por lo tanto más vulnerable que la de hormigón y presenta una baja 
resistencia al contacto permanente con el agua. Es más permeable que el hormigón y sus 
propiedades pueden variar con las variaciones de temperatura. Podría agrietarse debido a 
la fragilidad que le da su fino espesor y esto aumentaría su permeabilidad. 
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Desde el punto de vista técnico, ésta no sería la alternativa más adecuada. Y tampoco 
desde el punto de vista logístico ya que el revestimiento de canales con mezcla bituminosa 
no es muy habitual y sería preciso, por tanto, buscar una empresa que disponga de la 
experiencia y maquinaria adecuada, cosa que aumentaría considerablemente el coste de la 
obra. 
Para realizar una aproximación al coste de la alternativa, se tiene en cuenta el precio de la 
tonelada de mezcla bituminosa de espesor 5 cm que es de, aproximadamente, 197,27 $ 
(incluye el coste de personal, maquinaria de extensión y compactación, ejecución de juntas, 
fabricación de la mezcla y transporte hasta la obra). Teniendo en cuenta que la densidad 
de la mezcla bituminosa es de unas 2,4 t/m3, el coste por m3 sería de 473,45 $. 
8.3.3. Revestimiento con suelo-cemento 
El suelo-cemento presenta propiedades similares a las del hormigón pero con un coste 
menor. Es una alternativa a tener en cuenta puesto que tiene una baja permeabilidad (un 
poco mayor que la del hormigón) y existe la posibilidad del uso del suelo natural existente 
en la zona como materia prima para hacer el suelo-cemento. Tiene una fisuración fuerte, 
pues la resistencia del suelo-cemento es más baja que la del hormigón. 
El espesor del revestimiento utilizado será de 20 cm (e = 0,20 m) y la mezcla llevará entre 
un 3 y un 5% de cemento sobre el peso del material granular en seco. 
Esta opción es viable tanto técnica como logísticamente, puesto que la maquinaria utilizada 
para el revestimiento es muy similar a la empleada para el hormigón. En caso de fabricar el 
suelo-cemento como si fuese hormigón (con hormigoneras y máquinas pavimentadotas) 
puede obtenerse un material de calidad inferior, debido al menor control que se tiene sobre 
las propiedades de la mezcla de suelo-cemento resultante. 
El coste económico del revestimiento con suelo-cemento es inferior al coste de la ejecución 
con hormigón. El coste del m3 de suelo-cemento de calidad y propiedades adecuadas para 
revestir el canal es de 62,69 $ (incluyendo la mezcla del suelo con el cemento, la puesta en 
obra, compactación…). Es un coste claramente inferior al del hormigón. 
8.3.4. Revestimiento de tierra mejorada 
Si el terreno sobre el que se encuentra construido el canal es de mala calidad, por falta  de 
impermeabilidad o de resistencia a la erosión del agua, puede utilizarse a modo de 
revestimiento tierra de calidad suficiente, si se encuentran a una distancia tal que el 
transporte sea suficientemente económico. En este caso, el revestimiento de tierra 
mejorada es relativamente sencillo y económico. 
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La permeabilidad y la resistencia a la erosión se consiguen, además de utilizando un 
material adecuado, compactando bien el material. Y después es necesario un seguimiento 
y mantenimiento intenso del funcionamiento del sistema para garantizar que no se 
deteriore.  
El espesor de la capa de material dependerá de la permeabilidad del suelo aportado, 
aunque deberá ser del orden de 25 cm (e =  0,25 m) una vez compactada. Y se estima un 
coste de 13,69 $/m3, incluyendo la arena con suficiente impermeabilidad, el transporte y la 
compactación del suelo. 
Esta alternativa no soluciona el problema de las altas infiltraciones de agua que se 
producen en los canales sin revestir, se reducirán pero a costa de un alto mantenimiento 
del sistema. 
8.3.5. Revestimiento con membrana asfáltica 
Esta membrana produce una impermeabilidad suficiente cuando está colocada en terrenos 
bien preparados. Pero es muy débil frente a los rayos solares, la erosión del agua, etc. Por 
eso, es necesario cubrirla con una capa de entre 30 y 60 cm de material protector dividido 
en dos capas, de las cuales la inferior es tierra o arena y la superior gravilla. 
Es una capa impermeable de baja calidad y no indicada para el uso en canales, que se 
comportan con este revestimiento como si fuesen canales de tierra sin revestir. Surgen 
problemas con las dilataciones, mayores que las de la lámina plástica, como consecuencia 
de las dilataciones térmicas. Y envejece con mayor facilidad que la lámina plástica. 
Se han utilizado en ocasiones [30] membranas prefabricadas de material asfáltico, con 
mejores propiedades en cuanto a resistencia a altas y bajas temperaturas, lo que permite 
su utilización con o sin ninguna capa protectora superficial. Las juntas entre láminas se 
pueden realizar con soldadura térmica. 
Constructivamente se trata de una obra complicada ya que la tecnología y maquinaria 
necesarias para su colocación no son habituales. Este hecho puede encarecer el coste final 
de la obra. En este caso se calcula la superficie ocupada por la lámina, que es de 235.000 
m2 sin tener en cuenta su espesor. El precio considerado para una lámina del espesor 
necesario es de 12,73 $/m2, considerando un espesor de 5 cm (e = 0,05 m). 
8.3.6. Revestimiento con membranas plásticas 
Esta alternativa estudia la colocación de una lámina plástica sobre el tramo de canal de 
estudio, de forma que quede totalmente impermeabilizado. Alguna de las ventajas 
principales, frente a las membranas asfálticas, es que algunas de ellas tienen mayor 
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resistencia a la erosión y a la rotura por agentes exteriores (vegetación…) y no se 
reblandecen tanto con el calor. 
Los materiales plásticos utilizados más comúnmente [30] son el policloruro de vinilo (PVC), 
el polietileno de alta densidad (PEAD) y el butilo. Su resistencia no sólo depende del tipo de 
material sino también de su espesor, lo que lleva a dos tipos de revestimiento con 
membranas plásticas: utilizando láminas delgadas, con una protección encima de una capa 
de material de gravilla o arena (que sería la que estaría en contacto con el agua) y usando 
láminas más gruesas sin protección superior. 
Tratándose de una sección rectangular (la del tramo de canal que se estudia), de estas dos 
opciones, es más indicado el uso de una membrana sin protección superior, siempre que 
se anclen las láminas en la parte superior del canal, para evitar posibles descolgamientos. 
Además, con esta opción se ahorra el exceso de excavación necesario para colocar el 
material protector. Aunque como desventajas es necesario remarcar que la membrana 
sufre directamente la erosión producida por el agua, el envejecimiento debido a la luz solar 
y hay que tener presente el problema que suponen las dilataciones y contracciones que 
sufre la lámina plástica como consecuencia de las variaciones de temperatura. Sería 
necesario por tanto, estudiar muy bien la durabilidad probable del revestimiento y su 
influencia real en el coste de la obra. 
En el aspecto constructivo se trata de una obra compleja, ya que la tecnología y maquinaria 
utilizada para la colocación de la membrana no es habitual. Además tampoco es un 
procedimiento muy habitual en la zona de estudio. Estos hechos pueden encarecer el coste 
final de la obra. 
Para poder realizar una estimación del coste que supondría esta alternativa, se opta por 
una lámina de PEAD con un espesor máximo de 5 cm (e = 0,05 m), igual que el del 
revestimiento asfáltico considerado anteriormente. También en este caso se calcula la 
superficie ocupada por la lámina de PEAD, que es de 235.000 m2 sin tener en cuenta el 
espesor de la lámina. El precio considerado para una lámina del espesor necesario es de 
10,23 $/m2. 
8.3.7. Comparación entre las opciones 
La tabla siguiente muestra la estimación económica realizada para cada una de las 
opciones de revestimiento de los canales, vistas en los apartados anteriores: 
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material (m3)  
 Coste por 
m3 ($)  
 Coste Total 
($)  
 Coste Total 
(€)  
Hormigón 0,10 23.500,00 380,30 8.937.050,00 1.616.103,07 
Revestimiento 
asfáltico 0,05 11.750,00 473,45 5.563.037,50 1.005.974,23 
Suelo-cemento 0,20 47.000,00 62,69 2.946.430,00 532.808,32 













asfáltica 0,05 235.000,00 12,73 2.991.550,00 540.967,45 
Membrana 
plástica 0,05 235.000,00 13,89 3.264.150,00 590.262,21 
Coste expresado en pesos argentinos, tomando como cambio 1 € =  5,53 $ 
Es necesario tener en cuenta que en las estimaciones económicas realizadas no se han 
tenido en cuenta factores como el coste de la maquinaria necesaria (que en alguno de los 
casos haría variar notablemente el coste de la obra final), otras obras necesarias (por falta 
de datos) como la limpieza del canal y los márgenes, la construcción o mejora de un 
camino de servicio para el mantenimiento del canal… Por tanto para poder decidir cuál es 
la mejor opción de revestimiento debería realizarse un estudio más exhaustivo. 
A la hora de estudiar las distintas alternativas deberían establecerse unos criterios para 
poder elegir la solución más adecuada, algunos de los cuales deberían ser: el coste final de 
la obra, los beneficios aportados por la solución (a nivel ambiental, social…), la 
disponibilidad de materiales en la zona de estudio y complejidad de ejecución, la posible 
participación de los usuarios en la ejecución de la obra… 
A priori, podría decirse que las alternativas menos indicadas son las de revestimiento 
bituminoso y con tierra mejorada. La primera por no ser muy adecuada técnicamente y no 
ser una práctica habitual en la zona de estudio, cosa que dificultaría su construcción y 
aumentaría considerablemente la obra. Y la segunda porque no representa una solución al 
problema, es tan sólo un parche temporal que en un corto período de tiempo presentaría 
los mismos problemas que presenta en la actualidad el tramo de canal sin revestir. 
Tabla 8.1 Estimación económica de las distintas opciones de revestimiento del tramo de 
canal en estudio. Fuente: Elaboración propia. 
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En el caso del revestimiento con membranas, plásticas o asfálticas, el problema principal es 
que el material no es muy fácil de conseguir y para su ejecución se precisa de mano de 
obra y maquinaria especializada, cosa que haría aumentar considerablemente el coste de 
la obra final. Además se trata en ambos casos de materiales delicados. 
Entre el hormigón y el suelo-cemento, el segundo presenta una impermeabilidad menor 
que el hormigón. Puede obtenerse e instalarse con la maquinaria utilizada para el 
revestimiento con hormigón, aunque la calidad del suelo-cemento obtenido mediante este 
proceso es inferior y su precio es considerablemente inferior al del hormigón. Éste es el 
utilizado actualmente en el revestimiento de canales en la zona, también en la parte del 
canal Cacique Guaymallén actualmente revestida, a pesar de su elevada inversión.  
A priori podría decirse que la opción más indicada es el revestimiento con hormigón, 
aunque como se ha comentado con anterioridad es necesario realizar un estudio mucho 
más profundo para poder decantarse por una de las alternativas planteadas. 
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Conclusiones 
A pesar de que la información disponible es dispersa ya que proviene de muchas fuentes 
distintas y no siempre coinciden sus datos, su análisis ha permitido realizar una 
aproximación al balance hídrico de la cuenca del río Mendoza y el estudio del marco legal e 
institucional provinciales en cuanto a recursos hídricos se refiere. 
Esto ha permitido realizar un diagnóstico de la situación actual que pone de manifiesto que 
la falta de agua en algunas zonas de la cuenca no es un problema de escasez sino de mala 
gestión y falta de voluntad política. Que existe un cierto desorden en la distribución de 
funciones entre las distintas instituciones, una falta de información fiable y actualizada 
sobre la disponibilidad de recursos hídricos, que no se incentiva el ahorro de agua, que la 
falta de agua afecta medioambientalmente a la zona baja de la cuenca  y socialmente a sus 
pobladores, que no todos los grupos están representados en la administración del agua, 
que existe una sobreexplotación de los acuíferos y que la eficiencia del sistema es baja.  En 
definitiva que no existe una gestión integrada de los recursos hídricos ni una planificación 
para llevarla a cabo. 
De este diagnóstico se desprende la necesidad de realizar un cambio profundo en la 
gestión del agua en la provincia. Un cambio que contemple los siguientes principios 
básicos: de sostenibilidad (que se desarrolle mediante una gestión ecosistémica, integrada 
y de la demanda), de racionalidad económica y recuperación de costes, de gestión 
participativa, de no deterioro y de prevención de riesgos. Este cambio debe producirse a 
distintos niveles (institucional, legal, medioambiental, social, económico y técnico) para que 
la propuesta de gestión sea sostenible en el tiempo. 
Es necesario este cambio que evite la marginación que el modelo actual impone a los 
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Presupuesto 
El presupuesto que se presenta a continuación contempla las distintas fases de realización 
del presente estudio: desplazamiento a Argentina (durante 5 meses) para la recopilación de 




unitario (€) Total (€) 
Viaje y estancia 10580 
 Viaje país 1 700 700 
 Seguro viaje (meses) 5 110 550 
 Dietas y alojamiento (días) 150 60 9000 
 Gastos médicos 1 30 30 
 Desplazamientos internos 20 10 200 
 Comunicaciones 20 5 100 
Personal 12800 
 Ingeniera junior (h) 540 20 10800 
 Responsable proyecto Sur 20 50 1000 
 Consultor experto (h) 20 50 1000 
Material 790 
 
Amortización ordenador, impresora y 
software 1 300 300 
 Fungible 1 150 150 
 Electricidad y comunicación 1 200 200 
 Bibliografía 7 20 140 
TOTAL 24170 
 
Una parte del coste de desplazamiento a Argentina fue financiado por el CCD de la UPC. 
Es necesario tener en cuenta que por tratarse de un proyecto de cooperación los costes 
que aparecen en el presupuesto son tan sólo teóricos, puesto que por ser realizado por 
voluntarios, muchas de las partidas no tienen repercusión monetaria final en el proyecto y 
otras son asumidas como aportaciones voluntarias de las organizaciones participantes.  
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